
 

TESIS AISLADA I/2019 (10a.) 
 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. ES INADMISIBLE E 
INAPLICABLE TRATÁNDOSE DEL DELITO DE TORTURA, POR 
CONSTITUIR UNA VIOLACIÓN DIRECTA DE LA DIGNIDAD HUMANA. 
La prohibición de la tortura constituye una norma imperativa e inderogable 
del derecho internacional público. Uno de los elementos que contribuyó a 
la consolidación de esta prohibición con el carácter de absoluta, fue el 
hecho de que la tortura constituye una ofensa directa a la dignidad 
humana, razón por la que se le considera una de las más graves 
violaciones de derechos humanos. Esta condición es la que ha llevado a la 
Primera Sala a sostener que existe una obligación especial de analizar los 
casos de tortura bajo los estándares nacionales e internacionales. A su 
vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido desde 
su sentencia en el caso Barrios Altos vs. Perú, que en casos de graves 
violaciones de derechos humanos, como lo es la tortura, los Estados 
deben abstenerse de recurrir a figuras como la prescripción, a fin de 
cumplir con sus obligaciones de investigar y sancionar este tipo de 
acciones. A la luz de lo anterior y en términos de la jurisprudencia P./J. 
21/2014 (10a.), debe concluirse que a pesar de que la prescripción en 
materia penal es una garantía que debe ser observada para todo imputado 
de un delito, en aras de no permitir que graves violaciones de derechos 
humanos gocen de condiciones de impunidad, es inadmisible e inaplicable 
respecto de la acción penal por el delito de tortura, con independencia del 
momento en que se alegue se haya cometido ese delito. 
 
Amparo en revisión 257/2018. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
indicó que está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Nota: La citada jurisprudencia P./J. 21/2014 (10ª.), de rubro: 
"JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES 
MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA.", 
se publicó en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, 
Abril de 2014, Tomo I, página 204, con número de registro digital 2006225. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA II/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA FAMILIAR. CONSTITUYE UNA 
GARANTÍA FRENTE AL ESTADO Y A LOS TERCEROS PARA QUE NO 
PUEDAN INTERVENIR ARBITRARIAMENTE EN LAS DECISIONES 
QUE CORRESPONDEN ÚNICAMENTE AL NÚCLEO FAMILIAR. Del 
derecho de protección de la familia, contenido en los artículos 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 17 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, deriva el respeto a la 
vida privada familiar, el cual está expresamente reconocido como derecho 
humano en los artículos 12 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y 16 de la Constitución Federal. En este sentido, el respeto a la 
vida privada y familiar constituye una garantía con la que cuenta la familia, 
acorde con un concepto sociológico y no biológico, que se origina en las 
relaciones humanas y que encuentra sus bases en la procuración de 
cariño, ayuda, lealtad y solidaridad. Así, el derecho a la vida privada 
familiar comporta una garantía frente al Estado y a los terceros para que 
no puedan intervenir arbitrariamente en las decisiones que corresponden 
únicamente al núcleo familiar. De esta manera, corresponde a los padres 
decidir, por ejemplo, si desean adoptar alguna religión o creencia, en 
dónde establecer su domicilio, qué hacer con su tiempo libre, a qué 
escuela llevar a los hijos y qué nombre ponerles, entre muchas otras 
elecciones que se manifiestan en la cotidianidad de la vida familiar. En 
cualquier caso, lo relevante es que las relaciones intrafamiliares puedan 
darse en un espacio libre de injerencias arbitrarias o injustificadas.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA III/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA FAMILIAR. AUTONOMÍA DE LOS 
PADRES PARA TOMAR DECISIONES SOBRE SUS HIJOS MENORES 
DE EDAD. El derecho a la vida privada familiar comporta una garantía 
frente al Estado y a los terceros para que no puedan intervenir 
injustificadamente en las decisiones que sólo corresponden al núcleo 
familiar; entre estas facultades está el derecho de los padres a tomar 
todas las decisiones concernientes sobre sus hijos, como las relativas a su 
cuidado, custodia y control. En este sentido, la protección de la familia 
frente a intrusiones del Estado descansa sobre el reconocimiento de que 
son los padres los más aptos para tomar decisiones sobre sus hijos, lo 
cual se basa en la presunción de que los padres actúan siempre buscando 
el mejor interés de sus hijos, es decir, los padres son quienes tienen un 
mayor afecto por ellos; conocen mejor sus intereses y deseos, debido a su 
proximidad; y, por tanto, generalmente pueden sopesar de mejor manera 
los intereses en conflicto y tomar la mejor decisión sobre sus hijos. Así, en 
la medida en la que se alineen con los intereses del menor, existe un 
amplio espectro de decisiones que los padres toman autónomamente 
respecto a sus hijos que se encuentra protegido prima facie por el derecho 
a la privacidad familiar. 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA IV/2019 (10a.) 
 
 

LIBERTAD RELIGIOSA. DEBERES QUE IMPONE AL ESTADO. La 
libertad religiosa es un derecho fundamental que garantiza la posibilidad 
real de que cualquier persona pueda practicar libremente su religión, tanto 
individualmente como asociado con otras personas, sin que pueda 
establecerse discriminación o trato jurídico diverso a los y las ciudadanas 
en razón de sus creencias; así como la igualdad del disfrute de la libertad 
de religión por todos los ciudadanos. Este derecho impone ciertos deberes 
a cargo del Estado para que se pueda materializar. Al respecto, es preciso 
que el Estado asuma un rol neutral e imparcial frente a las diversas 
religiones que se profesen en su territorio y se ha indicado su deber de 
promover la tolerancia entre los diversos grupos religiosos. Asimismo, el 
Estado debe abstenerse de intervenir injustificadamente en la 
organización de las comunidades religiosas, y reconocer que la autonomía 
de estas asociaciones es indispensable en una sociedad democrática. A 
través de estas garantías de protección y abstención el Estado se asegura 
de que los creyentes puedan efectivamente ejercer su libertad religiosa y 
que no se les inhiba de su expresión tanto en su ámbito interno como en el 
ejercicio de un culto público. Por lo demás, como cualquier otro derecho, 
la libertad religiosa no es absoluta, ya que está sometida a ciertos límites 
que la Constitución le impone: el imperio del orden jurídico, los derechos 
de los demás, la prevalencia del interés público y los propios derechos 
fundamentales de la persona frente a su ejercicio abusivo.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA V/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO DE LOS PADRES A IMPARTIR A SUS HIJOS MENORES DE 
EDAD UNA CREENCIA RELIGIOSA. Una decisión importante para los 
progenitores al interior del núcleo familiar consiste en determinar qué 
educación religiosa deben tener los hijos. Naturalmente, los padres tienen 
derecho a expresar sus creencias religiosas y morales, y de esta libertad 
en relación con el derecho a la vida privada y familiar, se desprende el 
derecho a educar a sus hijos en la fe que profesen. En la privacidad de las 
relaciones familiares, la libertad religiosa se expresa a través de las 
creencias que los padres desean inculcar a sus hijos. Así, constituye un 
derecho de los padres el formar a sus hijos en la religión que prefieran. La 
guía parental en este rubro permitirá no sólo que los niños aprendan 
aquellos valores morales, religiosos o espirituales que les sean inculcados 
por sus padres, sino que, conforme a la evolución facultativa de los 
menores, hará factible que puedan verdaderamente entenderlos, 
adoptarlos y llevarlos a la práctica para desarrollar su propio proyecto de 
vida y elevar su existencia conforme a su propia cosmovisión. En 
particular, esta facultad implica, desde luego, el derecho a tomar 
decisiones sobre sus hijos con base en sus creencias, como podría ser el 
organizar la vida dentro de la familia de conformidad con su religión o sus 
convicciones, el instruir a los hijos en materia religiosa, y el llevarlos a 
practicar un culto público o a celebrar determinadas festividades. Con 
todo, siempre deberá educarse al niño en un espíritu de comprensión, 
tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y hermandad universal, respeto 
de la libertad de religión o de convicciones de los demás y en la plena 
conciencia de que su energía y sus talentos deben dedicarse al servicio de 
la humanidad. Por lo demás, la práctica de la religión o convicciones en 
que se educa a un niño no deberá perjudicar su salud física o mental ni su 
desarrollo integral. 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA VI/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO DE LOS PADRES A TOMAR DECISIONES MÉDICAS POR 
SUS HIJOS. Una decisión que forma parte del espectro de elecciones 
autónomas que toman los padres bajo el amparo de la privacidad familiar 
radica en la libertad de tomar decisiones médicas por sus hijos. En efecto, 
son los padres quienes, en principio, protegen de mejor manera los 
intereses de sus hijos. Dados los lazos de amor y convivencia son ellos 
quienes procuran en mayor medida la satisfacción de los derechos a la 
salud y vida de los niños; además, son ellos quienes mejor conocen sus 
deseos y preocupaciones. Ahora bien, en los contextos médicos, mientras 
los niños carezcan de la madurez necesaria para tomar las decisiones 
concernientes a su salud por sí mismos, sus tutores o padres deberán 
asumir este rol, siempre buscando satisfacer el mejor interés del niño. La 
libertad de tomar estas decisiones está protegida por la privacidad familiar, 
lo cual confiere a los padres la responsabilidad de ponderar diversas 
razones con base en asesoramiento médico, y elegir aquello que mejor 
convenga a los intereses del menor, libres de interferencias arbitrarias en 
su vida privada. Particularmente en el ámbito médico los padres se 
enfrentan a un escenario complejo, pues con base en la asesoría de los 
médicos, deben ponderar cuidadosamente la eficacia y los riesgos de los 
tratamientos de acuerdo con la condición clínica que afecte a su hijo. En 
esa encrucijada, están llamados a velar en todo momento por el bienestar 
de sus hijos, por lo que debe existir una correspondencia entre la decisión 
médica que asuman y las medidas terapéuticas que mejor permitan al 
menor mantener su integridad y recuperar su salud. Evidentemente, su 
deber es proteger siempre el interés superior del menor; a esta 
consideración deben asignar un valor fundamental y prevalente en 
cualquier decisión que tomen. 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
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SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
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rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA VII/2019 (10a.) 
 
 

AUTONOMÍA PROGRESIVA DE LOS MENORES. DERECHO DE LAS 
NIÑAS Y LOS NIÑOS A DECIDIR EN CONTEXTOS MÉDICOS.  Si bien 
los padres son los legitimados prima facie para decidir por sus hijos 
menores de edad en los contextos médicos, los artículos 5 y 12 de la 
Convención de los Derechos del Niño, reconocen a los menores como 
sujetos de derechos y partícipes activos en la toma de las decisiones que 
les conciernen. Así, los menores de edad ejercen sus derechos de manera 
progresiva en la medida en que van desarrollando un mayor nivel de 
autonomía. A esto se ha denominado “evolución de la autonomía de los 
menores”. De acuerdo con lo anterior, en la medida en que se desarrolla la 
capacidad de madurez del niño para ejercer sus derechos con autonomía, 
disminuye el derecho de los padres a tomar decisiones por él. Esto quiere 
decir que alcanzado cierto grado de madurez, el niño o la niña, puede 
decidir qué decisiones tomar con base en esta. Como consecuencia, en 
algunos casos puede tomar decisiones médicas por él mismo.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
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SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
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de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
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TESIS AISLADA VIII/2019 (10a.) 
 
 

AUTONOMÍA PROGRESIVA DE LOS MENORES. DERECHO DE LAS 
NIÑAS Y LOS NIÑOS A EJERCER SU LIBERTAD RELIGIOSA. De la 
libertad religiosa en relación con el derecho a la vida privada familiar se 
desprende el derecho de los progenitores a educar a sus hijos menores de 
edad en la fe que decidan. Efectivamente, en la privacidad de las 
relaciones familiares, la libertad religiosa se expresa a través de las 
creencias que los padres desean inculcar a sus hijos. Así, constituye un 
derecho de los padres el formar a sus hijos en la religión que prefieran. Sin 
embargo, los artículos 5 y 12 de la Convención de los Derechos del Niño 
reconocen a los menores como sujetos de derechos y partícipes activos 
en la toma de las decisiones que les conciernen. Así, los menores de edad 
ejercen sus derechos de manera progresiva en la medida en que van 
desarrollando un mayor nivel de autonomía. De acuerdo con lo anterior, en 
la medida en que se desarrolla la capacidad de madurez del menor para 
ejercer sus derechos con autonomía, disminuye el derecho de los padres 
a tomar decisiones por él. Esto quiere decir que alcanzado cierto grado de 
madurez la niña o el niño puede tomar decisiones respecto a qué 
creencias y prácticas religiosas desea adoptar. Desde luego, el que el 
menor pueda ejercer por sí mismo su derecho a la libertad religiosa en un 
caso o instancia particular depende de una evaluación cuidadosa de su 
nivel de desarrollo y del balance de los intereses en juego. A fin de 
determinar la capacidad de los menores para tomar decisiones sobre el 
ejercicio de sus derechos, es fundamental que los juzgadores realicen una 
ponderación entre la evaluación de las características propias del menor 
(edad, nivel de maduración, medio social y cultural, etcétera) y las 
particularidades de la decisión (tipo de derechos que implica, los riesgos 
que asumirá el menor en el corto y largo plazo, entre otras cuestiones). 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
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quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
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Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
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TESIS AISLADA IX/2019 (10a.) 
 
 

DERECHOS A LA SALUD Y VIDA DE LOS NIÑOS COMO LÍMITE A 
LOS DERECHOS A LA PRIVACIDAD FAMILIAR Y LIBERTAD 
RELIGIOSA. Los padres gozan con un ámbito de autonomía muy amplio 
para tomar numerosas decisiones por sus hijos —a qué escuela van 
acudir, en donde deciden vivir, qué valores inculcar y qué religión 
enseñarles—, y autonomía para sopesar diversas razones y elegir lo que 
estimen mejor para ellos sin intervenciones externas. En ese sentido, se 
presume que son los más aptos para decidir lo que resulte más favorable 
para las niñas y niños a su cargo. Sin embargo, el interés superior del 
menor es una consideración prevalente tratándose de decisiones que son 
críticas para el futuro o bienestar de un menor, como aquellas 
relacionadas con su derecho a la salud y a la vida. Así, el derecho de los 
padres a tomar esas decisiones sin interferencias encuentra su límite en la 
salud y la vida del menor. En efecto, esta Primera Sala entiende que las 
decisiones de los padres sobre sus hijos, aunque inicialmente protegidas 
por un claro campo de autonomía, no pueden ser sostenidas si colocan en 
riesgo la salud del menor. En estos casos está justificado intervenir en la 
autonomía familiar con el objeto de impedir una afectación a la integridad 
del menor. Ello obedece a que los derechos parentales tienen fundamento 
precisamente en la protección que deben brindar los padres a sus niños. 
De manera similar, la libertad religiosa y el derecho a la vida privada 
familiar no comprenden la imposición de prácticas religiosas que 
comprometan la salud y vida de los niños. En otras palabras: la libertad 
religiosa no confiere a los padres la autoridad para decidir sobre la vida o 
la muerte de sus hijos menores de edad; así, los derechos de los padres 
encuentran su límite ahí donde se pone en riesgo la vida de sus hijos.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
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Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
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TESIS AISLADA X/2019 (10a.) 
 
 

INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA PRIVACIDAD FAMILIAR. 
SUPUESTO DE RIESGO A LA VIDA DEL MENOR EN CONTEXTOS 
MÉDICOS. Los padres son libres de formar a sus hijos en la religión que 
elijan conforme a sus convicciones, y son quienes están legitimados para 
autorizar decisiones médicas sobre ellos. Sin embargo, el ejercicio de esta 
libertad no debe poner en riesgo la vida del menor. En consecuencia, el 
Estado puede interferir válidamente la autonomía parental para tomar 
decisiones por los padres cuando sus elecciones coloquen en riesgo la 
vida de sus hijos. Tratándose particularmente de contextos médicos, la 
puesta en riesgo de la vida de un niño se actualiza cuando los padres, 
privilegiando sus creencias religiosas, se rehúsan a seguir el tratamiento 
médico idóneo para salvar la vida de su hijo menor de edad. Al respecto, 
el tratamiento médico idóneo para salvar la vida es aquél que ya ha sido 
acreditado por la comunidad médica como el procedimiento más efectivo 
para tratar determinada condición letal. En esa medida, se trata de una 
intervención médica que no presenta una disputa científica sustancial 
sobre su eficacia y confiabilidad. De acuerdo con lo anterior, un 
tratamiento idóneo es aquél procedimiento recomendado por la ciencia 
médica que cuenta con el nivel más alto posible de consolidación científica 
y que, por lo tanto, se indica con el mayor grado prioridad. En suma, el 
principio de interés superior del menor impone que siempre deba optarse 
por el tratamiento que cuente con mayor probabilidad de salvar la vida de 
un niño.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
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Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
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TESIS AISLADA XI/2019 (10a.) 
 
 

AUTONOMÍA PARENTAL. LINEAMIENTOS PARA SU INTERVENCIÓN 
POR PARTE DEL ESTADO EN UN CONTEXTO MÉDICO. El Estado 
puede actuar para proteger a un menor si, con base en sus creencias 
religiosas, los padres se oponen a que se le aplique el tratamiento idóneo 
para salvar su vida, en el entendido de que la intervención estatal en un 
contexto médico está regulada por lineamientos encaminados a preservar 
el interés superior del menor sin atropellar los derechos de los padres. En 
este sentido, dichos lineamientos son relevantes desde que el menor es 
presentado para recibir servicios médicos, hasta que –en caso de un 
riesgo para su vida– el Estado interviene con el fin de tutelar sus 
derechos. En primer lugar, el personal sanitario debe informar a los padres 
sobre los tratamientos médicos que recibirá el niño, pues son ellos 
quienes, en principio, tomarán una decisión; en ese sentido, los padres 
tienen derecho a conocer las alternativas médicas disponibles para tratar a 
sus hijos. Así, los médicos deben proveer a los padres con suficiente 
información de modo que les permita ponderar efectivamente las ventajas 
y los inconvenientes de diversos procedimientos, para elegir el que mejor 
convenga a los intereses del menor. En segundo, si los médicos advierten 
un riesgo para la vida del menor, tienen la obligación de hacerlo del 
conocimiento de las autoridades de protección de menores, lo cual ocurre 
si los padres pretenden impedir que se aplique el tratamiento más apto 
para salvar su vida, y pugnan por un tratamiento que es inferior conforme 
a la lex artis médica. Sin perjuicio de lo anterior, en presencia de una 
situación urgente, puede ser indispensable que el médico tratante 
intervenga sin el consentimiento con la finalidad de preservar la vida del 
menor. En tercero, las entidades públicas deben respetar ciertos 
lineamientos al intervenir en la autonomía familiar y decidir si asumen la 
protección provisional del menor. Al respecto, la tutela que ejercen las 
entidades públicas es la medida provisional o transitoria para proteger los 
derechos e intereses de los menores cuando se coloquen en riesgo; así, a 
partir de la denuncia del personal médico, las autoridades de protección a 
la infancia deberán realizar las actuaciones que estimen necesarias para 
asegurarse de la existencia o no de la vulneración o restricción a sus 
derechos. Concretamente, las autoridades estatales deberán indagar 
inmediatamente sobre la veracidad de los hechos denunciados y 
determinar si existen elementos o razones para iniciar un procedimiento 
administrativo de protección, y si la autoridad aprecia que existen 
elementos para ello, entonces deberá tomar la representación en 
suplencia de los menores involucrados. Como no puede ser de otro modo, 
las medidas provisionales que dicten las entidades públicas deberán 
fundarse en el interés superior del menor, ser especialmente sensibles al 
grado de premura con la que sea necesario actuar para salvaguardar su 
salud, ser provisionales y tener un efecto inmediato.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
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TESIS AISLADA XII/2019 (10a.) 
 
 

INTERVENCIÓN ESTATAL EN LA AUTONOMÍA FAMILIAR EN UN 
CONTEXTO MÉDICO. DEBERES DEL ESTADO DERIVADOS DE LA 
PRIVACIDAD FAMILIAR Y EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN. 
El Estado puede actuar para proteger a un menor si, con base en sus 
creencias religiosas, los padres se oponen a que se aplique al menor el 
tratamiento idóneo para salvar su vida. Esta protección se hace efectiva a 
través de la tutela provisional del menor. Lo anterior, no autoriza al Estado 
a desplazar los derechos a la privacidad familiar y a la no discriminación 
de los progenitores, sino que derivado de estos derechos debe observar 
lineamientos mínimos para garantizar su disfrute. En primer lugar, la tutela 
que asuma el Estado se encuentra limitada a tomar las decisiones 
médicas concernientes a la recuperación de la salud del niño, por el 
tiempo que dure el tratamiento médico, y no debe desplazar de ningún 
modo los demás derechos que tienen los padres en el núcleo familiar. Aun 
cuando el interés superior del menor es el parámetro central en estos 
casos, las autoridades involucradas también deben procurar la unidad y 
estabilidad familiar, tratando de incorporar a los padres en las decisiones 
médicas. En segundo lugar, los padres en todo momento tienen derecho a 
recibir información acerca del estado de salud de sus hijos, así como en 
cuanto a los tratamientos y medicamentos que se le aplican al menor de 
edad. Asimismo, siempre que sea médicamente posible los padres tienen 
derecho a estar junto a sus hijos y no deben ser separados en contra de 
su voluntad salvo en casos estrictamente necesarios. En tercer lugar, las 
instituciones de salud tienen la obligación de proporcionarles una atención 
adecuada y libre de discriminación. En ese contexto, es importante que las 
autoridades implicadas reconozcan la situación de vulnerabilidad en la que 
pueden ubicarse las minorías religiosas, especialmente por profesar una 
creencia contraria al paradigma médico. Por lo tanto, las autoridades 
involucradas deben velar porque estas personas no sean estigmatizadas 
como malos padres o que sean relegadas a tomar un papel secundario en 
la recuperación del menor.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
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TESIS AISLADA XIII/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO DE LOS PROGENITORES DE UN MENOR DE EDAD A 
OPTAR POR UN TRATAMIENTO ALTERNATIVO EN CONTEXTOS 
MÉDICOS. Cuando la madre o el padre de un menor de edad lo presentan 
a alguna institución sanitaria para recibir servicios de salud, regularmente 
los médicos efectúan un diagnóstico del paciente y en la medida de lo 
posible recomiendan uno o varios tratamientos a seguir. De acuerdo con el 
derecho al consentimiento informado, los padres son quienes están a 
cargo de considerar las intervenciones propuestas por los médicos y 
otorgar el consentimiento en representación de su menor hijo para que se 
realicen los procedimientos respectivos. En este contexto, los progenitores 
de un menor de edad tienen derecho a conocer, comprender y postular un 
tratamiento alternativo al indicado en ejercicio de su derecho al 
consentimiento informado, mismo que deberá ser considerado 
cuidadosamente por los médicos con objeto de determinar si cuenta con 
una eficacia similar o comparable a la del tratamiento idóneo. Así —si la 
situación médica del menor lo permite—, los progenitores pueden solicitar 
que se les informe de las alternativas médicas disponibles, y el personal 
sanitario las debe exponer detalladamente, intentando que aquéllos 
comprendan cabalmente sus alcances. En otras palabras, los médicos 
deben proveer a los padres con suficiente información de un modo que les 
permita ponderar efectivamente las ventajas y los inconvenientes de 
diversos procedimientos, a efecto de elegir aquél que mejor convenga a 
los intereses del menor. Con todo, si no existe un procedimiento 
alternativo similar o de eficacia comparable al tratamiento indicado por la 
lex artis médica, y los padres insisten en su objeción, el Estado podrá 
asumir la tutela del niño con la finalidad de autorizar que el menor reciba 
aquel tratamiento que cuenta con una capacidad científicamente 
comprobada para salvar su vida. 
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TESIS AISLADA XIV/2019 (10a.) 
 
 

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. PARÁMETROS PARA CALCULAR EL 
MONTO DE INDEMNIZACIÓN QUE CORRESPONDE POR EL DAÑO 
MORAL QUE GENERÓ. Los daños morales derivados de la violencia 
doméstica son indemnizables económicamente. La traducción de la 
reparación económica derivada del daño moral, es más compleja que la 
derivada del daño patrimonial. En efecto, resulta particularmente difícil 
establecer los parámetros que deberán tomarse en cuenta a la hora de 
fijar el quantum de la reparación. Su determinación oscila entre el margen 
de discrecionalidad que debe tener el juzgador para ponderar todos 
aquellos elementos subjetivos que intervienen en la calificación del daño, 
sus consecuencias y en lo que efectivamente debe ser compensado; y la 
arbitrariedad que puede generarse al momento de fijar dicha reparación 
sin explicitar los elementos que conducen al juzgador a arribar a dicha 
conclusión. No obstante, existen factores para cuantificar la indemnización 
económica derivada del daño moral por violencia familiar, estos son: i) el 
tipo de derecho o interés lesionado, ii) el nivel de gravedad del daño, iii) 
los gastos devengados o por devengar derivados del daño moral, iv) el 
grado de responsabilidad del responsable, y v) la capacidad económica de 
este último.  
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las 
consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
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TESIS AISLADA XV/2019  (10a.) 
 
 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. ENTRE LA FECHA 
EN QUE SE NOTIFICA O CITA AL SUSTRACTOR AL INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO RELATIVO Y LA DATA QUE SE FIJE PARA LA 
AUDIENCIA, DEBE EXISTIR UN PLAZO RAZONABLE. En los 
procedimientos de restitución internacional de menores, la demostración 
de las causales extraordinarias para oponerse a la restitución, 
establecidas en los artículos 12, 13 y 20 de la Convención sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, no sólo 
repercute en la esfera jurídica del progenitor sustractor y sus derechos de 
custodia, sino también en el interés superior del menor, ante el derecho 
que tiene a no ser sujeto a mayores afectaciones en su integridad física y 
psicológica que conllevaría el nuevo desplazamiento. En este sentido, 
para cumplir los fines de la Convención mencionada (la protección del 
interés superior del menor y el derecho de custodia, así como llevar 
procesos transparentes) y en atención a las buenas prácticas para la 
eficacia del tratado, debe establecerse un plazo razonable entre la fecha 
en que se notifica o cita el inicio del procedimiento judicial para la 
restitución internacional de menores y la data que se fije para la audiencia, 
pues de lo contrario, no podría afirmarse que el procedimiento instaurado 
cumple con las formalidades esenciales (ofrecer y desahogar las pruebas), 
ya que los fines convencionales y constitucionales no tendrían una 
traducción práctica. 
 
Amparo directo en revisión 997/2018. 5 de septiembre de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  
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dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
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rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XVI/2019 (10a.) 
 
 

COMPETENCIA ECONÓMICA. ARTÍCULO 36 DE LA LEY FEDERAL DE 
LA MATERIA ABROGADA, QUE PREVÉ LA IMPOSICIÓN DE UNA 
MULTA, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA. Del análisis del 
artículo 33 de la ley citada que prevé, entre otras cuestiones, que la 
Comisión Federal de Competencia emplazará con el oficio de 
responsabilidad al probable responsable, el que contará con un plazo de 
30 días para manifestar lo que a su derecho convenga, adjuntar los 
medios de prueba documentales, y ofrecer las pruebas que ameriten algún 
desahogo, en relación con el artículo 36 que establece que la comisión 
aludida, en la imposición de multas, deberá considerar la gravedad de la 
infracción, el daño causado, los indicios de intencionalidad, la participación 
del infractor en los mercados, el tamaño del mercado afectado, la duración 
de la práctica o concentración y la reincidencia o antecedentes del 
infractor, así como su capacidad económica, deriva que el procedimiento 
administrativo comienza con el oficio aludido y culmina con la resolución 
que al efecto emita el Pleno de la Comisión Federal de Competencia, el 
cual puede contener la imposición de alguna de las sanciones 
establecidas en el capítulo VI de la propia ley. En atención a lo anterior, el 
artículo 36 de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, que 
prevé la posibilidad de que el Pleno de la Comisión referida imponga una 
multa, no viola el derecho de audiencia, pues no constituye un 
procedimiento nuevo o aislado, ni una aplicación impositiva que resulte de 
hechos novedosos y sobre los cuales el gobernado no haya tenido 
oportunidad de combatir. Además, el derecho referido se respeta una vez 
que se ha determinado la multa, ya que es a partir de ello, que los 
gobernados tienen oportunidad de ser escuchados para desvirtuar los 
hechos que se les imputan, conforme al artículo 28, párrafo vigésimo, 
fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que establece, entre otros aspectos, que los actos u omisiones de la 
Comisión Federal de Competencia Económica podrán impugnarse 
mediante el juicio de amparo indirecto; además de que la sanción 
impuesta se materializará hasta que se resuelva el juicio de amparo que, 
en su caso, se promueva. 
 
Amparo en revisión 418/2018. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XVII/2019 (10a.) 
 
 

INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS. EL 
ARTÍCULO 139, FRACCIÓN VI, INCISO A), DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA ABROGADA, NO VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El precepto citado, al establecer que las sanciones correspondientes a las 
infracciones previstas en la propia ley, así como a las disposiciones que 
de ella emanen, serán impuestas administrativamente por la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas, y que la multa que procederá imponer 
cuando la conducta infractora consista en realizar operaciones prohibidas 
o en exceder los porcentajes o montos máximos determinados por la 
propia ley, así como en no mantener los porcentajes o montos mínimos 
que se exigen, y no tenga una sanción específica, se determinará sobre el 
importe de la operación y sobre el exceso o el defecto de los porcentajes o 
montos fijados, respectivamente, sin exceder del 4% de las reservas 
correspondientes o del capital pagado o fondo social, no viola el artículo 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que 
prohíbe, entre otras cuestiones, la multa excesiva, pues para la 
determinación de esa sanción no se introduce elemento ajeno alguno, ya 
que se toma como base la conducta infractora, a saber, el importe de la 
operación y el exceso o el defecto de los porcentajes o montos fijados. 
Además, el artículo 139, fracción VI, inciso a), de la Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros abrogada, prevé un 
límite máximo del 4% para que la autoridad administrativa pueda graduar 
la sanción, entre un parámetro mínimo y uno máximo, respetando la 
capacidad económica del infractor, a fin de que aquélla no sea excesiva 
para éste. 
 
Amparo directo en revisión 3993/2018. Seguros Inbursa, S.A., Grupo 
Financiero Inbursa. 19 de septiembre de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Impedido: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Brenda Montesinos Solano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XVIII/2019 (10a.) 
 
 

APELACIÓN. SE PUEDEN ANALIZAR EN ESE RECURSO 
VIOLACIONES PROCESALES, SIEMPRE QUE NO CONSTITUYAN 
COSA JUZGADA O SE ACTUALICE LA PRECLUSIÓN. El artículo 688, 
primer párrafo, del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, 
aplicable en la Ciudad de México, establece que el objeto del recurso de 
apelación es que el tribunal de alzada revise las resoluciones emitidas por 
el a quo. Por otra parte, doctrinalmente, se ha considerado que en 
apelación no se deben analizar cuestiones que no figuren en la sentencia 
de primer grado, ya que por tratarse de un recurso en el que el tribunal de 
alzada asume una función revisora, sólo se le faculta para corregir los 
errores en que hubiera incurrido el a quo al dictarla. Sin embargo, del texto 
del citado precepto legal no se advierte una prohibición expresa para que 
el tribunal de alzada analice cuestiones diversas a la resolución de primera 
instancia; pues de dicho numeral, en relación con el artículo 693 del 
mismo ordenamiento procesal, no se distingue entre agravios que se 
refieran al procedimiento o al fondo; por lo que en el recurso de apelación 
podrán hacerse valer violaciones procesales, con excepción de los 
siguientes supuestos: 1.- cuando ya fueron analizadas a través de 
diversos recursos, pues existe cosa juzgada, esto es, no se le podría 
obligar a decidir dos veces la misma cuestión que ya resolvió, ni puede 
revocar sus propias determinaciones, y ii) cuando en su contra no se haya 
hecho valer el recurso ordinario que prevea la legislación aplicable, ya que 
habrá operado la preclusión. 
 
Amparo directo en revisión 798/2018. 17 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
apartándose de las consideraciones. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XIX/2019 (10a.) 
 
 

AGUAS NACIONALES. ES POSIBLE CEDER LOS DERECHOS Y 
OBLIGACIONES OTORGADOS EN LOS TÍTULOS DE CONCESIÓN 
PARA LA EXPLOTACIÓN, USO O APROVECHAMIENTO DE ESE 
RECURSO NATURAL, DE FORMA GRATUITA, ONEROSA O BAJO 
CUALQUIER OTRA MODALIDAD O CONDICIÓN, SIEMPRE QUE NO 
SE CONTRAVENGA LA NORMATIVIDAD APLICABLE. Del artículo 27, 
párrafos primero, tercero y sexto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con el título cuarto, capítulo V, de 
la Ley de Aguas Nacionales, se advierte que si bien esta última establece 
que la transmisión de los títulos de concesión para la explotación, uso o 
aprovechamiento de las aguas nacionales que se efectúen en 
contravención a la propia ley, serán nulas y no producirán efecto alguno, lo 
cierto es que si la ley citada, permite que una persona física ceda los 
derechos y obligaciones que le fueron otorgados mediante concesión, a 
otro particular, sin establecer límites a las modalidades que pudieran 
contener los actos jurídicos que celebren los particulares a fin de transmitir 
los títulos de concesión, es factible concluir que no hay impedimento 
alguno para que se pacten de forma gratuita u onerosa, así como que 
estén en posibilidades de estipular cualquier otra modalidad o condición 
que no implique la contravención de la normatividad aplicable y al propio 
título de concesión, a fin de que sean válidos ante la autoridad de la 
materia. Lo anterior es conforme con el principio de la autonomía de la 
voluntad, que rige a los contratos civiles, en virtud del cual los particulares 
pueden realizar todo lo que les está permitido y lo que no les está 
expresamente prohibido. 
 
Amparo directo en revisión 5158/2018. Gerardo Antonio Plascencia 
Regalado. 14 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XX/2019 (10a.) 
 
 

REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. EL ARTÍCULO 
7.151 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, QUE PERMITE 
AL JUEZ ESTABLECER UNA INDEMNIZACIÓN MAYOR A LA 
ESTABLECIDA EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, ES ACORDE 
CON LOS PARÁMETROS DE CONSTITUCIONALIDAD Y 
CONVENCIONALIDAD DE ESE DERECHO FUNDAMENTAL. En relación 
con el derecho fundamental a la reparación integral, suficiente y justa, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que dicho derecho 
no es compatible con la existencia de topes, tarifas o montos máximos que 
impidan que la cuantificación de una indemnización atienda a las 
características específicas de cada caso, pues ello restringiría de forma 
directa el núcleo del derecho fundamental a una reparación integral o justa 
indemnización. Así, el artículo 7.151 del Código Civil del Estado de 
México, que establece que si el daño origina una incapacidad para 
trabajar, que sea parcial permanente, parcial temporal o total temporal, la 
indemnización será fijada por el Juez, considerando las prevenciones de la 
Ley Federal del Trabajo, y que dicha indemnización podrá aumentarse 
prudentemente al arbitrio del juzgador, considerando la posibilidad 
económica del obligado y la necesidad de la víctima, es acorde con los 
parámetros de constitucionalidad y convencionalidad de ese derecho 
fundamental, pues permite que el Juez no se limite a cuotas 
preestablecidas por la legislación laboral, sino que en atención al caso 
concreto, en especial a la capacidad económica del obligado y a la 
necesidad de la víctima, tenga un margen amplio para reparar de forma 
integral al afectado los daños efectivamente ocasionados por la incidencia 
en su vida, salud o integridad personal, buscando que las víctimas no 
sean sub- o sobreindemnizadas y que la determinación no penda de un 
parámetro base. 
 
Amparo directo en revisión 4332/2018. Mario Alberto Sánchez Anievas. 
21 de noviembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXI/2019 (10a.) 
 
 

TUTELA LEGÍTIMA. EL ARTÍCULO 540 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE GUANAJUATO, AL PREVER QUE EL MARIDO ES TUTOR 
LEGÍTIMO Y FORZOSO DE SU MUJER Y ÉSTA LO ES DE SU MARIDO, 
HACE UNA DISTINCIÓN ENTRE EL MATRIMONIO Y EL 
CONCUBINATO QUE NO ESTÁ DEBIDAMENTE JUSTIFICADA. El 
precepto citado, al prever que el marido es tutor legítimo y forzoso de su 
mujer y ésta lo es de su marido, hace una distinción entre el matrimonio y 
el concubinato que no está debidamente justificada, al no incluir a éste en 
dicha relación, pues no es objetiva, ni razonable, ya que esas instituciones 
son equiparables para efectos de la designación de tutor, por este motivo, 
el artículo 540 del Código Civil para el Estado de Guanajuato debe 
interpretarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el sentido de que los concubinos son tutores legítimos y 
forzosos uno del otro. Lo anterior es así, ya que desde la perspectiva del 
modelo social de discapacidad puede presumirse que, habiendo elegido 
una persona compartir su vida con alguien más como concubinos, en el 
caso de que adquiera una discapacidad, elegiría como su tutor a su 
concubinario o concubina respectivamente, debido al especial vínculo que 
existe entre ambos; afirmar lo contrario, implicaría minimizar el vínculo 
afectivo que existe entre los concubinos. Además, la presunción de que el 
concubinario o la concubina respectivamente, es la persona idónea para 
fungir como tutor podría ser derrotada en los casos en los cuales se 
compruebe una notoria incompetencia de éste para asistir a la persona 
con discapacidad; de ahí que si la legislación otorga prelación al cónyuge 
en atención a las cualidades que entraña el vínculo afectivo del 
matrimonio y dicho vínculo es esencialmente igual en el concubinato, la 
distinción no obedece a una finalidad constitucionalmente imperiosa. 
 
Amparo directo en revisión 387/2016. 26 de abril de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXII/2019 (10a.) 

 
DELITO DE CORRUPCIÓN DE PERSONAS MENORES DE EDAD. 
PARA VERIFICAR EL SUPUESTO TÍPICO DE VÍCTIMAS 
ADOLESCENTES EN ACTOS SEXUALES SE DEBE PONDERAR SI 
EJERCIERON LIBREMENTE SUS DERECHOS. El artículo 184 del 
Código Penal para la Ciudad de México prevé el delito de corrupción de 
personas menores de dieciocho años de edad bajo el supuesto típico de 
inducirlas a realizar actos sexuales. La anterior descripción legal exige 
verificar la vulneración al bien jurídico tutelado por la norma penal; mas 
puede conllevar también la actualización de hipótesis bajo las cuales no se 
configure el delito. En principio, se debe distinguir cuando la víctima sea 
infante, en cuyo caso, siempre se configura el delito. En cambio, ante el 
diverso caso de que la persona identificada como víctima sea adolescente, 
se debe ponderar si pudo existir una situación de igualdad y libertad frente 
a la señalada como imputada, lo que justificaría el válido consentimiento 
de aquélla, pues en estas condiciones no se vulneraría el bien jurídico 
penal consistente en su sano y libre desarrollo sexual. Bajo este contexto, 
son válidas las situaciones en que puede afirmarse, de manera objetiva y 
razonable, que hubo consentimiento válido de la persona adolescente 
para sostener una relación o acto sexual; esto es, cuando no existe una 
relación asimétrica de poder o cualquier otra condición de desigualdad que 
impidiera reconocer su consentimiento válido; por ejemplo, una notoria 
diferencia de edad y desproporcional para justificar lo anterior, cuestiones 
jerárquicas -de supra a subordinación- que revelaran una condición de 
poder u otra que viciara su consentimiento válido. Así, bajo el principio del 
interés superior de la persona adolescente, se actualiza, de manera 
especial, su derecho a que se les escuche, así como a ejercer su 
sexualidad de manera libre; esto es, sin prohibición del Estado, antes bien, 
éste debe garantizarla conforme a un sistema integral de salud e 
información; de ahí que la autoridad que aplica la norma debe ponderar 
sus derechos de igualdad y libre desarrollo de la personalidad, así como 
sexuales o reproductivos. Del mismo modo, debe ponderar la validez de 
reprochar penalmente actos sexuales bajo este contexto a la persona 
señalada como imputada, para lo cual deberá verificar si dicho reproche 
penal se sustenta en fines legítimos, además de que la medida sea 
idónea y necesaria, así como si es proporcional frente al bien jurídico 
penal que se pretende proteger. En consecuencia, se deben ponderar las 
situaciones bajo las que una persona adolescente pudo válidamente haber 
tenido una relación o acto sexual; lo que no configuraría un delito 
reprochado a otra como imputada, sino que aquella ejerció libremente sus 
derechos sexuales o reproductivos. 
 
Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que el recurso 
era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José 
Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 



 
 

 
 

 

de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXIII/2019 (10a.) 
 
 

INTERÉS SUPERIOR DE LA PERSONA MENOR DE EDAD 
IDENTIFICADA COMO VÍCTIMA DEL DELITO. DEBE PONDERARSE 
FRENTE A LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, DEFENSA ADECUADA 
Y DEBIDO PROCESO PENAL DE LA PERSONA IMPUTADA. La tutela 
constitucional de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que 
sean partes en el proceso penal se sostiene en los artículos 1°, 4° y 20 de 
la Constitución, 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y 3º de la Convención sobre los Derechos del Niño; todo ello bajo la tutela 
prevalente de su interés superior, especialmente, cuando se les identifica 
como víctimas de delitos. Sin embargo, en materia penal, dicho interés 
superior requiere una necesaria ponderación bajo los principios rectores 
del sistema penal garantista propio de nuestro Estado democrático de 
derecho. Esto implica partir de la propia naturaleza jurídica del proceso 
penal, incluso, diversa a otros, como es la materia civil y familiar. Así, 
deben respetarse los derechos humanos de debido proceso penal y de 
defensa de la persona imputada, así como el principio de presunción de 
inocencia, en armonía con la tutela de ambas partes en equilibrio procesal, 
especialmente, frente al poder represivo del Estado; lo que se torna más 
grave bajo la coadyuvancia de la víctima con el ministerio público. Lo 
anterior implica que es inconstitucional el hecho de que puedan rebasarse 
las funciones del órgano acusador o suplirse su actuación, como tampoco 
contravenirse cualquier otro principio constitucional que rige el debido 
proceso penal. Bajo tales premisas, es inadmisible que bajo la aducida 
tutela de la persona identificada como víctima puedan vulnerarse los 
derechos de la persona imputada. Incluso bajo el principio del interés 
superior de la infancia y adolescencia, y aún en los casos más extremos, 
como lo establece el Protocolo Facultativo de la Convención Sobre los 
Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la 
Utilización de los Niños en la Pornografía, en su artículo 8, número 6, nada 
de lo dispuesto en el propio instrumento se entenderá en perjuicio de los 
derechos de la persona acusada a un juicio justo e imparcial, ni será 
incompatible con esos derechos.  
 
Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que el recurso 
era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José 
Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXIV/2019 (10a.) 
 
 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE A FAVOR DE LA VÍCTIMA 
DEL DELITO. ES IMPROCEDENTE SI ES EL IMPUTADO QUIEN 
PROMOVIÓ EL JUICIO DE AMPARO, AUN CUANDO AQUELLA SEA 
MENOR DE EDAD. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha reconocido la suplencia de la queja para la víctima del delito 
sólo cuando promueve el juicio de amparo, además de que no opera 
cuando es tercera interesada. Ahora, debe enfatizarse que sólo en los 
casos en que la queja se haya instado por alguien menor de edad, 
procedería dicha suplencia. En cambio, si es la parte imputada quien hace 
valer el medio de impugnación, la suplencia sólo puede operar a su favor, 
es decir, de manera precisa y delimitada, a su propia queja o causa de 
pedir, pero no a favor de la víctima, aun cuando sea menor de edad, pues 
esta no ha sido la parte inconforme, antes bien, ha sido contraparte de 
aquella tanto en el proceso penal como en el juicio de amparo. Así, 
extrapolar el principio de la suplencia de la queja deficiente a las partes 
que no son inconformes en cualquier medio de impugnación, implica 
desvirtuar su sentido y alcance, así como atentar contra los principios de 
instancia de parte y relatividad de la sentencia, aunado a que no se puede 
agravar su situación jurídica bajo el principio non reformatio in peius. Por 
tanto, se vulnerarían dichos principios cuando la imputada, como quejosa, 
es quien instó la acción constitucional, no obstante lo cual se protege a su 
contraparte, es decir, la víctima, lo que no puede hacerse aún bajo el 
interés superior de ésta como menor de edad.  
 
Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que el recurso 
era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José 
Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXV/2019 (10a.) 
 
 

NOTIFICACIONES PERSONALES. EL ARTÍCULO 318, FRACCIÓN III, 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
GUANAJUATO QUE LAS PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al 
establecer que las notificaciones serán personales cuando el tribunal 
estime que se trata de un caso urgente, o por alguna circunstancia deban 
ser personales, y así lo ordene expresamente, no viola el derecho 
fundamental a la seguridad jurídica, reconocido por el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aun cuando no 
defina el vocablo “urgente” ni la expresión “por alguna circunstancia”, pues 
como lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la falta 
de definición de términos o locuciones no es un aspecto que dé lugar a 
considerar que existe una violación al derecho referido, en virtud de que el 
sentido que se atribuya a cada una de las palabras o expresiones 
empleadas en un precepto, en todo caso, será motivo de interpretación 
por los diferentes sistemas existentes. En ese sentido, la claridad de las 
leyes constituye uno de los imperativos para evitar o disminuir su 
oscuridad, ambigüedad, confusión y contradicción, tan es así, que la 
Constitución Federal prevé la interpretación legislativa y judicial de las 
normas, sin condicionar en ningún precepto su constitucionalidad al hecho 
de que describan detalladamente el significado adecuado de los vocablos 
utilizados en su redacción, en razón de que la exigencia de ese requisito 
tornaría imposible la función legislativa, pues dicha redacción se tornaría 
en una labor interminable y nada práctica, provocando que no se 
cumpliera oportunamente con la finalidad principal que busca esa función 
del Estado, que es regular y, en consecuencia, armonizar las relaciones 
humanas. Además, si bien es cierto que el artículo 318, fracción III, del 
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, contiene 
una facultad discrecional para que la autoridad jurisdiccional ordene que 
una notificación se haga personalmente, atendiendo a la urgencia u otra 
circunstancia especial que así lo amerite, también lo es que aun así las 
partes en litigio y demás sujetos procesales saben “a qué atenerse”, por 
cuanto hace a qué tipo de determinaciones, en todo caso, deben 
notificarse de forma personal. 
 
Amparo directo en revisión 3224/2018. Antonia Angélica Gutiérrez 
Ramírez. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: María Cristina Martín 
Escobar. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de seis de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a siete de 
marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVI/2019 (10a.) 
 
 

APELACIÓN PREVENTIVA. EL ARTÍCULO 1344 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD Y A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. El artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos prevé, entre otras cuestiones, que queda 
prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. 
Ahora bien, el artículo 1344 del Código de Comercio, al establecer que en 
los casos no previstos en el artículo 1345 del propio Código, la parte que 
se sienta agraviada por una resolución judicial que sea apelable, dentro 
del tercer día siguiente de aquel en que surta efectos su notificación, 
deberá hacer saber por escrito su inconformidad apelando 
preventivamente ésta sin expresar agravios, no vulnera el derecho a la 
igualdad y a la no discriminación, pues de su lectura se advierte que no 
establece un trato diferenciado y, menos aún, alguna distinción basada en 
una de las categorías sospechosas contenidas en el artículo 1o. 
constitucional, pues sólo dispone que quien tiene la carga de hacer valer 
la apelación preventiva es “la parte que se sienta agraviada por una 
resolución judicial”, por lo que no hace distingo alguno. 
 
Amparo directo en revisión 3301/2018. Rosa María Ramírez. 3 de 
octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: María Cristina Martín Escobar. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de seis de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a siete de 
marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVII/2019 (10a.) 
  
 

FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN. EL PLAZO DE SEIS MESES 
PARA QUE EL MINISTERIO PÚBLICO LA FORMULE NUEVAMENTE, 
DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO DE 
NO VINCULACIÓN A PROCESO, Y EN CASO DE QUE SEA 
IMPUGNADO COMENZARÁ UNA VEZ QUE SE HAYA DECLARADO 
FIRME (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 294 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE 
MÉXICO ABROGADO). El precepto citado establece, entre otras 
cuestiones, que el auto de no vinculación a proceso del imputado no 
impide que el Ministerio Público continúe con la investigación y formule 
nuevamente la imputación dentro de los seis meses siguientes a la fecha 
de la notificación de aquél. Ahora bien, la consecuencia jurídica de no 
realizar de nueva cuenta la imputación en esas condiciones, es el 
sobreseimiento en el proceso penal, de conformidad con el artículo 302, 
fracción VI, en relación con el diverso 303, ambos del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de México. No obstante lo 
anterior, el legislador no realizó previsión alguna en torno al cómputo de 
dicho plazo cuando el auto de no vinculación haya sido controvertido a 
través de algún medio de defensa ordinario o extraordinario y, por esa 
circunstancia, no ha adquirido la firmeza necesaria para que la 
representación social pueda reformular la imputación ante el Juez de 
Control, es decir, no se tiene certidumbre jurídica sobre el comienzo de 
ese plazo cuando el auto fue recurrido. Lo anterior revela que el artículo 
294 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México 
abrogado está en tensión con el principio de seguridad jurídica, pues en 
caso de que el auto de no vinculación a proceso haya sido controvertido a 
través de los medios ordinarios de defensa que prevé la ley, inclusive el 
juicio de amparo, el plazo de seis meses para que el Ministerio Público 
reformule la imputación no podrá computarse a partir de la notificación de 
ese auto, sino hasta que dicha resolución adquiera la calidad de firme. Sin 
embargo, dicha disposición no es contraria al principio de seguridad 
jurídica, siempre que se interprete en el sentido de que el plazo de seis 
meses para que el Ministerio Público continúe con la investigación y 
formule nuevamente la imputación, deberá computarse a partir de la 
notificación del auto de no vinculación a proceso en caso de que no se 
haya interpuesto algún medio defensa en contra de esa resolución, pues 
de lo contrario, el cómputo del referido plazo deberá comenzar una vez 
que se haya declarado firme dicha resolución. 
 
Amparo directo en revisión 4552/2018. Importadora Pathros, S.A. de 
C.V. 5 de diciembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de las 
consideraciones. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Suleiman Meraz Ortiz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 



 
 

 
 

 

de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiocho de marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVIII/2019 (10a.) 
 
 

ORDEN DE APREHENSIÓN. LA VIDEOGRABACIÓN DE LA 
AUDIENCIA QUE LA CONTIENE EN LA QUE EL JUEZ DE CONTROL 
LA EMITIÓ, CONSTITUYE EL REGISTRO EXIGIDO POR EL ARTÍCULO 
16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, PARA QUE EL IMPUTADO CONOZCA LA 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE AQUEL ACTO DE MOLESTIA. 
Al ser la orden de detención, un acto dictado en la audiencia por el Juez 
de Control, en el que deberá expresar el fundamento legal y las razones 
por las que lo emitió, será innecesario que pronuncie una diversa 
resolución por escrito, ya que la constancia que dota de seguridad jurídica 
al imputado para conocer las razones y el fundamento que tomó en cuenta 
el juzgador para pronunciar su decisión, es la videograbación del 
desarrollo de la audiencia. Máxime que de conformidad con el artículo 16, 
párrafo primero, de la Constitución Federal, reformado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 
2017, el Constituyente determinó que en los juicios y procedimientos 
seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la 
oralidad, como es el proceso penal acusatorio y oral, bastará con que 
quede constancia del acto de molestia por cualquier medio, no sólo por 
“escrito”. 
Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Suleiman Meraz Ortiz.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiocho de marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXIX/2019 (10a.) 
 
 

ORDEN DE APREHENSIÓN. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBE 
CONTENER LA CONSTANCIA EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL 
PARA LOGRAR SU EJECUCIÓN. La orden de aprehensión para su 
emisión, conforme al nuevo sistema de justicia penal, requiere de datos 
que establezcan que se cometió un hecho señalado por la ley como delito 
y que existe la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su 
comisión, ya que el objetivo es poner al detenido a disposición del juez de 
control para que el Ministerio Público formule imputación y exprese los 
datos de prueba correspondientes, a fin de que se dicte el auto de 
vinculación a proceso y se formalice la investigación. Así, para que se 
pueda llevar a cabo la ejecución de la orden de detención, es necesario 
que el juez de control proporcione a los elementos aprehensores una 
constancia que contenga los puntos resolutivos de la determinación que 
emitió de manera oral, así como copia del audio y video de la audiencia 
relativa, que les permita identificar plenamente al gobernado y que éste 
pueda imponerse adecuadamente de la decisión que afecta su derecho a 
la libertad personal, por tanto, los requisitos mínimos que debe contener la 
aludida constancia son los siguientes: a) el nombre y apellidos de la 
persona que se pretende detener; b) la causa penal instruida por su 
probable participación en la comisión de un hecho que la ley señala como 
delito, previsto y sancionado en el ordenamiento sustantivo aplicable; c) el 
juez de control que la pronunció y d) la fecha en que se expidió. Con tales 
elementos se otorgará certeza y seguridad jurídica al particular, y se 
asegurará la prerrogativa de defensa contra una detención que no cumpla 
con la exigencia constitucional. 
 
Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce.6 de junio de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Suleiman Meraz Ortiz.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiocho de marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXX/2019 (10a.) 
 
 

AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA SE INTERRUMPE CUANDO POR ERROR SE PLANTEÓ EN 
LA VÍA INDIRECTA ANTE EL JUEZ DE DISTRITO. De la interpretación 
constitucionalmente válida del artículo 176, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo se concluye que la regla según la cual la presentación de la 
demanda ante autoridad distinta de la responsable no interrumpe los 
plazos que para su promoción establece esa ley, se actualiza en el caso 
de una demanda de amparo planteada en la vía directa, mas no cuando el 
quejoso equivoca la vía y presenta su demanda como amparo indirecto 
ante el Juez de Distrito, pues esta última hipótesis, igual que ocurre con 
una demanda de amparo indirecto presentada en la vía directa, se 
resuelve en los artículos 45 y 47 de la misma ley mediante la reconducción 
de la vía y el envío de la demanda ante el órgano competente, lo cual 
supone que su presentación se tiene por válida y susceptible de 
interrumpir el plazo respectivo por hacerse bajo las reglas del juicio de 
amparo que se creyó procedente. Así, equiparar el caso de un juicio de 
amparo tramitado erróneamente en la vía indirecta con el supuesto 
normativo del artículo 176 citado, sobre la presentación de la demanda de 
amparo directo ante autoridad distinta de la responsable, no sólo resulta 
en una interpretación que contraviene la unidad y coherencia de la Ley de 
Amparo, sino que también atenta contra los derechos de acceso a la 
justicia y a un recurso efectivo, porque impone al justiciable la carga 
excesiva de no errar en la determinación de la vía procedente cuyo 
incumplimiento puede derivar en la extemporaneidad de la demanda, 
cuestión que no está relacionada con las cargas procesales razonables 
que pueden exigirse a los gobernados para la correcta administración de 
justicia, ante la posibilidad de que bajo ciertas circunstancias no resulte 
fácil la determinación de la vía correcta. 
 
Amparo directo en revisión 723/2018. Carlos Gracida Liceaga su 
sucesión. 31 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien indicó que está con el sentido pero por 
consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiocho de marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXI/2019 (10a.) 
 
 

ALIMENTOS PARA MENORES DE EDAD. EL ARTÍCULO 377 DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, VIGENTE 
HASTA EL 24 DE SEPTIEMBRE DE 2018, NO ESTABLECE UNA 
ACCIÓN PERSONAL INDEPENDIENTE PARA SU RECLAMO. La 
Convención sobre los Derechos del Niño especifica el deber de atención 
económica de los niños, sin precisar plazos dentro de los cuales deba 
hacerse efectivo. Sin embargo, dispone que el menor posee derechos 
desde que nace y, específicamente, desde ese momento debe ser 
cuidado por sus padres. Por ello, prever limitaciones en el derecho interno, 
como lo es que necesariamente deba reclamarse el pago de una deuda 
contraída con motivo de los alimentos otorgados al menor a través de una 
acción personal diversa a la de alimentos, cuya razonabilidad no se 
encuentra justificada, implica una restricción al derecho humano de 
alimentos que no concuerda con la aplicación del principio de mayor 
beneficio para la persona. Así, no es factible concluir que el reclamo 
relativo al pago de erogaciones realizadas para satisfacer el derecho de 
alimentos del menor sea considerado sólo una deuda entre deudores 
alimentarios, en las que el acreedor alimentario ya no interviene, ni que los 
estándares del interés superior del menor no resulten aplicables, pues el 
origen de la deuda reclamada es precisamente la paternidad o la 
maternidad, de donde deriva la obligación alimentaria de los progenitores. 
Ahora bien, el artículo 377 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, 
vigente hasta el 24 de septiembre de 2018, que prevé que cuando el 
marido no estuviere presente, o estándolo rehusare entregar a la mujer lo 
necesario para los alimentos de ella o de los hijos, será responsable de las 
deudas que la esposa contraiga para cubrir esa exigencia; pero sólo en la 
cuantía estrictamente necesaria para ese objeto, y siempre que no se trate 
de gastos de lujo, no establezca una acción personal independiente para 
su reclamo, ni constituya una acción personal entre ambos deudores 
alimentarios distinta a satisfacer los alimentos del menor. De ahí que no 
puede considerarse que las erogaciones realizadas para satisfacer el 
derecho de alimentos del menor sólo constituyen créditos entre dos 
diversos deudores alimentarios, como son los progenitores. 
 
Amparo directo en revisión 2209/2016. 1 de marzo de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de tres de abril de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a cuatro de 
abril de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXII/2019 (10a.) 
 
 

ALIMENTOS PARA MENORES DE EDAD. NO PUEDE SOLICITARSE 
EL PAGO DE LA DEUDA CONTRAÍDA PARA CUBRIRLOS A TRAVÉS 
DE UNA ACCIÓN PERSONAL DISTINTA A LA DE ALIMENTOS, Y 
SUPEDITADA A CIERTOS REQUISITOS PROPIOS DE UNA RELACIÓN 
DE NEGOCIOS AISLADA DE UN ENFOQUE DE DERECHOS 
HUMANOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). La 
redacción del artículo 377 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, 
vigente hasta el 24 de septiembre de 2018, que establece que cuando el 
marido no estuviere presente, o estándolo rehusare entregar a la mujer lo 
necesario para los alimentos de ella o de los hijos, será responsable de las 
deudas que la esposa contraiga para cubrir esa exigencia; pero sólo en la 
cuantía estrictamente necesaria para ese objeto, y siempre que no se trate 
de gastos de lujo, no justifica desvirtuar la naturaleza de los alimentos que 
deben otorgarse a los menores, ya que éstos trascienden la legislación 
civil y deben verse desde una perspectiva constitucional. A partir de la cual 
la obligación de proporcionar alimentos posee características especiales 
que la diferencian de las obligaciones originadas por la voluntad de 
negociar, por lo que no puede entenderse dicha obligación de forma 
aislada al beneficio de un menor. Así, para esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, los alimentos caídos tienden a 
satisfacer el derecho fundamental de alimentos que le asiste a un menor, 
ya que la obligación de proporcionarlos es de ambos progenitores. De esta 
forma se garantiza el desarrollo del menor. Por ello, no puede solicitarse el 
pago de la deuda contraída para cubrir la obligación alimentaria a través 
de una acción personal distinta a la de alimentos, y supeditada a ciertos 
requisitos propios de una relación de negocios aislada de un enfoque de 
derechos humanos, pues ello vulneraría la naturaleza y el fin de los 
alimentos, analizados a la luz del interés superior del menor, y sería 
contrario al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
Amparo directo en revisión 2209/2016. 1 de marzo de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de tres de abril de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a cuatro de 
abril de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXIII/2019 (10a.) 
 
 

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, 
INCISO E, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, NO VULNERA 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD QUE RIGE A LAS MULTAS. 
El artículo citado faculta al Instituto Federal de Telecomunicaciones para 
sancionar con multa por la infracción a lo dispuesto en la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión y las disposiciones que de ella 
deriven. Ahora bien, la multa prevista en el, inciso E, fracción I, del referido 
precepto oscila entre el 6.01% y hasta el 10% de los ingresos acumulables 
del infractor que preste servicios de telecomunicaciones o radiodifusión sin 
contar con concesión o autorización. Por su parte, el artículo 301 de la 
misma normativa establece que para determinar el monto de las multas, la 
autoridad debe tomar en consideración la gravedad de la infracción, la 
capacidad económica del infractor, la reincidencia y el cumplimiento 
espontáneo de las obligaciones que dieron origen al procedimiento, el cual 
podrá considerarse como atenuante de la sanción. Luego, el ordenamiento 
de referencia, contiene los parámetros necesarios para que la autoridad 
administrativa determine el monto de la multa por la infracción cometida, lo 
que, de conformidad con el artículo 298, oscila entre un porcentaje mínimo 
y un máximo de los ingresos, situación que refleja el cumplimiento del 
estándar constitucional exigible. Por consiguiente, el artículo 298, inciso E, 
fracción I, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, no 
vulnera el principio de proporcionalidad que rige a las multas, previsto en 
el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues establece una sanción administrativa pecuniaria en porcentajes 
determinados entre un mínimo y un máximo, por lo que la autoridad 
cuenta con un parámetro para su individualización, dentro del cual, debe 
considerar la eventual gravedad de la infracción, la capacidad económica 
del infractor, la reincidencia y, en su caso, las atenuantes de la sanción, lo 
que impide un tratamiento desproporcionado o desigual y, garantiza la 
seguridad jurídica de los gobernados. 
 
Amparo en revisión 479/2018. Grupo Empresarial Mexicano en 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien está con el sentido, 
pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid 
Cabello. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de tres de abril de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a cuatro de 
abril de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXIV/2019 (10a.) 
 
 

DAÑO MORAL. SU EXISTENCIA POR LA AFECTACIÓN DEL 
DERECHO AL HONOR EN SU VERTIENTE DE BUENA REPUTACIÓN, 
NO GOZA DE PRESUNCIÓN, SINO QUE DEBE ACREDITARSE. El 
derecho humano al honor, como parte del bloque de los denominados 
derechos de la personalidad, comprende en su dimensión objetiva, 
externa o social, a la buena reputación, y ésta tiene como componentes, 
por una parte, las buenas cualidades morales o profesionales de la 
persona, que pueden considerarse valores respecto de ella y, por otra, la 
buena opinión, consideración o estima, que los demás tengan de ella o 
para con ella por esos valores, y que constituye un bien jurídico de su 
personalidad, del cual goza como resultado de su comportamiento moral 
y/o profesional; por ende, la buena reputación sí entraña un derecho que 
asiste a todas las personas por igual, y se traduce en la facultad que cada 
individuo tiene de exigir que otro no condicione negativamente la opinión, 
consideración o estima que los demás se han de formar sobre él. En ese 
sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que tanto las personas físicas como las morales cuentan dentro 
de los derechos de su personalidad, con el derecho al honor y a su buena 
reputación, por lo que tienen legitimación para emprender acciones de 
daño moral cuando esos bienes jurídicos son lesionados. Así, cuando se 
juzguen actos ilícitos concretos que potencialmente puedan lesionar el 
derecho al honor en su vertiente de buena reputación, no es acorde con el 
contenido y alcance de ese derecho sostener que pueda exigirse al 
accionante que demuestre la existencia y magnitud de una previa buena 
reputación, pues ello implicaría negar a ésta la naturaleza de derecho 
fundamental, además, porque es inherente a ese derecho presumirla por 
igual en todas las personas y en todos los casos, y partir de la base de su 
existencia para determinar si los hechos o actos ilícitos materia del litigio 
afectaron esa buena reputación. Ahora bien, la existencia del daño moral 
derivado de la afectación a ese derecho es una cuestión distinta, respecto 
de la cual no es posible sentar su presunción, como una premisa inherente 
a su definición, contenido y alcance, sino que debe acreditarse, porque la 
presunción de daño en que se sustenta la denominada teoría de la prueba 
objetiva, se justifica en dos razones esenciales: 1) la imposibilidad o 
notoria dificultad de acreditar mediante prueba directa la afectación, 
derivado de la naturaleza intangible e inmaterial de ésta; y, 2) la 
posibilidad de establecer la certeza de la afectación como consecuencia 
necesaria, lógica y natural u ordinaria, del acto o hecho ilícito; condiciones 
que no necesariamente se actualizan cuando se aduce afectación a la 
buena reputación, ya que ésta implica la existencia de factores o 
elementos externos y la intervención de otras personas, según el tipo de 
interacción o relación existente entre éstas y el afectado, que son 
susceptibles de expresión material y, por tanto, objeto de prueba directa 
que la acredite. 
 
Amparo directo en revisión 3802/2018. Luis Antonio Arrieta Rubín. 30 de 
enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 



 
 

 
 

 

dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de diez de abril de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a once de 
abril de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXV/2019 (10a.) 
 
 

DAÑO MORAL. EL CAUSADO POR AFECTACIÓN A LA BUENA 
REPUTACIÓN DERIVADA DE REPORTES DE CRÉDITO INGRESADOS 
POR UN USUARIO EN UNA SOCIEDAD DE INFORMACIÓN 
CREDITICIA, NO GOZA DE PRESUNCIÓN. En el caso de registros de 
reportes de crédito hechos por un usuario en una sociedad de información 
crediticia que se hubieren declarado ilícitos por referirse a créditos 
inexistentes, falsos, o tratarse de registros irregulares, la existencia de 
daño moral a la buena reputación del cliente no goza de presunción a 
partir de la acreditación del ilícito, pues de acuerdo con la regulación 
establecida en la Ley para Regular las Sociedades de Información 
Crediticia, el sistema de los denominados burós de crédito, tiene las 
siguientes características relevantes: 1) es una base de datos privada 
cuyo acceso está restringido a determinadas personas, a saber: entidades 
financieras, empresas comerciales, sociedades financieras de objeto 
múltiple, entidades no reguladas y el propio cliente, de modo que no es un 
sistema informativo abierto, de acceso o difusión pública, sino que el 
universo de personas que potencialmente pueden consultar la información 
es reducido; 2) recoge información de naturaleza crediticia y la finalidad de 
su otorgamiento a los usuarios está vinculada a la realización de 
operaciones de crédito, especificidades que permiten advertir que el 
historial crediticio de una persona física o moral, comúnmente sólo será de 
interés para su consulta, por parte de un usuario que entre en contacto 
directo con el cliente, en el marco del establecimiento de una operación 
financiera o comercial; 3) el cliente, si es persona física, generalmente 
tiene el control para determinar a qué usuario autoriza para consultar su 
información, salvo que sea requerida por autoridad judicial en un proceso 
en el que la persona es parte, o por la autoridad hacendaria federal para 
los fines que permite la ley, y si es persona moral, mantiene ese control de 
acceso a su información cuando los créditos reportados no superen 
cuatrocientas mil unidades de inversión; 4) cuando el cliente esté en 
desacuerdo con un reporte de crédito por considerarlo irregular, incorrecto, 
inexistente o falso, puede reclamarlo en cuanto tiene conocimiento del 
mismo, y a partir de ese momento,  dicho reporte de crédito se identifica 
en la base de datos como impugnado a través de la clave 
correspondiente, lo que permite al usuario que consulta el historial 
crediticio de una persona física o moral en ese intervalo de la reclamación, 
saber que en relación con ese registro existe una disputa entre el cliente y 
el acreedor; y 5) la información crediticia de una persona física o moral 
habida en el sistema, es ponderable por el usuario que la consulta, para 
los efectos de la operación financiera o comercial que tiene o pretende 
establecer con el cliente, pero queda enteramente a su voluntad decidir si 
esa información determina la celebración o no del acto jurídico o si ésta 
incidirá en sus términos y condiciones; incluso, dado que existe un 
contacto directo entre usuario y cliente, que permite el diálogo sobre los 
reportes de crédito, si el usuario determinara no celebrar la operación 
financiera o comercial derivado de dicha información, así debe informarlo 
expresamente al cliente, de modo que existirá una manifestación material 
de la afectación susceptible de ser acreditada con prueba directa. De las 
anteriores notas se advierte que, el daño moral por afectación a la buena 
reputación del cliente no se genera indefectiblemente por la mera 
existencia del reporte de crédito que finalmente resulte ilícito, ya que no se 
puede establecer que en todos los casos la información crediticia 
trascenderá o tendrá un efecto negativo en la opinión, consideración o 
estima que el usuario llegue a formarse del cliente en el ámbito financiero 



 
 

 
 

 

o comercial crediticio, de ahí que no sea consustancial al derecho 
presumir la existencia de ese tipo de daño. 
 
Amparo directo en revisión 3802/2018. Luis Antonio Arrieta Rubín. 30 de 
enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de diez de abril de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a once de 
abril de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXVI/2019 (10a.) 
 
 

PENSIÓN COMPENSATORIA DERIVADA DE LA TERMINACIÓN DEL 
CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 291 QUINTUS, ÚLTIMO PÁRRAFO, 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO, VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD Y 
NO DISCRIMINACIÓN. En los artículos 288 y 291 Quintus, último párrafo, 
del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, se prevé que para los casos de divorcio y de terminación de 
concubinato, el Código Civil para la Ciudad de México prevé que el 
excónyuge o el exconcubino que haya desarrollado una dependencia 
económica durante la relación y tenga necesidad de percibir alimentos, 
podrá exigirlos. Además, señalan que dicha obligación será periódica y por 
un monto fijado atendiendo a las necesidades del acreedor y las 
posibilidades del deudor. En el mismo tenor, prevén que la obligación 
subsistirá por un lapso igual al que duró la relación de matrimonio o 
concubinato, según sea el caso, salvo que se actualice diversa causal de 
extinción dispuesta en dicho ordenamiento legal. De lo anterior se 
desprende que la finalidad de la subsistencia de la obligación alimentaria 
una vez terminada la relación de que se trate –matrimonio, concubinato– 
coincide en que es una medida de protección para aquel miembro de la 
unión familiar, que por alguna razón no tiene la posibilidad de allegarse 
alimentos, derivado de la dinámica interna del grupo familiar. Ahora bien, 
no obstante que la finalidad de la subsistencia alimentaria coincide en 
ambas figuras, el legislador local previó un tratamiento diferenciado en 
cuanto al período o plazo durante el cual es exigible la pensión alimenticia; 
así en el caso del matrimonio este derecho se extingue cuando haya 
transcurrido un término igual a la duración del matrimonio, por lo que 
mientras transcurra ese término siempre podrá ejercitarse el derecho a 
obtener una pensión alimenticia, en cambio, en el concubinato, se prevé 
que este derecho podrá ejercitarse sólo durante el año siguiente a la 
cesación del concubinato. Luego, el citado artículo 291 Quintus, último 
párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad 
de México, vulnera el derecho a la igualdad y no discriminación, toda vez 
que la diferencia de trato entre cónyuges y concubinos en relación con el 
plazo para solicitar pensión no está justificada, pues la finalidad de ambas 
figuras es equilibrar las distintas realidades económicas en que se colocan 
las personas por una determinada distribución de las labores familiares 
durante el tiempo que duró el vínculo, independientemente de la forma en 
que hayan decidido unirse. Por lo que, a la luz del derecho de las 
personas para acceder a un nivel de vida digno, resulta discriminatorio que 
las que decidieron unirse en matrimonio cuenten con un plazo flexible que 
atiende a la duración del vínculo matrimonial para exigir una pensión 
compensatoria, mientras que los concubinos están limitados a ejercer su 
derecho en un plazo de un año, sin que la duración de su unión familiar 
sea relevante. 
 
Amparo directo en revisión 5630/2017. Georgina Ramírez Pérez y otra. 
10 de octubre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María 
Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
Amparo directo en revisión 3703/2018. María Gabriela Canseco Ochoa 
y otro. 31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 



 
 

 
 

 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de tres de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a seis de 
mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXVII/2019 (10a.) 
 
 

BENEFICIOS PRELIBERACIONALES PREVISTOS EN LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. LAS PERSONAS CONDENADAS 
BAJO EL SISTEMA PROCESAL TRADICIONAL SÍ PUEDEN 
SOLICITARLOS. Conforme a los artículos transitorios de dicha ley, la 
intención del legislador al emitirla fue derogar los distintos beneficios 
preliberacionales previstos tanto en el Código Penal Federal como en las 
legislaciones especiales de la Federación y las relativas a las entidades 
federativas, para que sólo fueran aplicables los establecidos en la Ley 
Nacional de Ejecución Penal. De igual forma, dispuso que los 
procedimientos que se encuentren en trámite a su entrada en vigor, 
deberán sustanciarse en términos de la legislación vigente al inicio de 
éstos, pero aplicando los mecanismos de control jurisdiccional previstos 
en la ley nacional aludida, de acuerdo con el principio de mayor beneficio 
para la persona contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, los beneficios 
preliberacionales, al constituir mecanismos de control jurisdiccional, no 
impactan en un tema procesal sino en un aspecto sustantivo al estar 
vinculados directamente con la libertad personal, la igualdad de los 
sentenciados y su derecho a la reinserción social, de ahí que no sea 
aplicable la excepción contenida en el artículo cuarto transitorio del 
decreto de reforma constitucional que implementó el sistema de justicia 
penal acusatorio y oral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
18 de junio de 2008. Por ende, si esos beneficios inciden en las 
afectaciones a la libertad personal derivadas de la pena que el legislador 
considera necesaria para cumplir con los fines sustantivos de ésta, no hay 
razón para dar un trato desigual a los condenados bajo sistemas 
procesales distintos, si los beneficios introducidos por la Ley Nacional de 
Ejecución Penal resultan más favorables a los solicitantes conforme al 
referido principio. Así, el referente para su otorgamiento que prevé esta 
ley, no radica en el sistema procesal en que fueron juzgados los 
peticionarios de la medida, sino en que ésta les sea más benéfica. Por lo 
tanto, en atención al régimen transitorio aludido y al principio de 
interpretación más favorable para la persona, los beneficios 
preliberacionales contenidos en la Ley Nacional de Ejecución Penal sí 
pueden ser solicitados por personas condenadas bajo el sistema procesal 
penal tradicional, porque constituyen mecanismos de control jurisdiccional 
y no existe justificación alguna que permita negarles el acceso a los 
beneficios de los que actualmente gozan los sentenciados bajo el sistema 
procesal penal acusatorio oral, pues se encuentran en idénticas 
condiciones de reclusión. 
 
Amparo en revisión 762/2018. Leonor Rivera Ramírez.  23 de enero de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de 
minoría. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 



 
 

 
 

 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de tres de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a seis de 
mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXVIII/2019 (10a.) 
 
 

LIBERTAD ANTICIPADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. LAS PERSONAS QUE FUERON 
CONDENADAS BAJO EL SISTEMA PROCESAL TRADICIONAL SÍ 
PUEDEN SOLICITARLA. El precepto citado establece el beneficio 
preliberacional de libertad anticipada, la cual extingue la pena de prisión y 
otorga la libertad al sentenciado bajo ciertos requisitos que debe observar 
el Juez de ejecución –autoridad judicial especializada del fuero federal o 
local, competente para resolver las controversias en materia de ejecución 
penal–, con la salvedad de que no gozarán de la libertad aludida los 
sentenciados por delitos en materia de delincuencia organizada, secuestro 
y trata de personas. Ahora bien, conforme al régimen transitorio de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal y al principio de interpretación más favorable 
para la persona, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, ese beneficio constituye un mecanismo de 
control jurisdiccional que impacta en un aspecto sustantivo vinculado 
directamente con la libertad personal, la igualdad de los sentenciados y su 
derecho a la reinserción social, por lo que no es dable el desechamiento 
de plano de los incidentes promovidos por personas que fueron 
condenadas a través de procedimientos iniciados durante el sistema 
procesal penal tradicional, bajo el argumento de que se actualiza la 
excepción contenida en el artículo cuarto transitorio del decreto de reforma 
constitucional que implementó el nuevo sistema de justicia penal 
acusatorio y oral, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 18 de 
junio de 2008. De ahí que las personas que fueron condenadas bajo el 
sistema procesal tradicional pueden solicitar la libertad anticipada prevista 
en el artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, para que el Juez 
de ejecución competente sustancie el incidente respectivo y determine si 
es dable o no que el solicitante obtenga dicho beneficio conforme a los 
requisitos que establece el propio artículo 141 y el debate que sostengan 
las partes durante el desarrollo de la audiencia, en los términos del 
procedimiento jurisdiccional previsto en la ley referida. 
 
Amparo en revisión 762/2018. Leonor Rivera Ramírez.  23 de enero de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de tres de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a seis de 
mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXIX/2019 (10a.) 
 
 

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, 
INCISO E, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, NO VULNERA 
EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. El artículo citado faculta al Instituto 
Federal de Telecomunicaciones para sancionar con multa por el 
equivalente de 6.01% hasta 10% de los ingresos de la persona infractora 
que preste servicios de telecomunicaciones o radiodifusión sin contar con 
concesión o autorización, a diferencia de lo previsto en el diverso inciso A 
que sanciona con multa por el equivalente de 0.01% y hasta 0.75% de los 
ingresos del concesionario o autorizado por presentar de manera 
extemporánea avisos, reportes, documentos o información, contravenir las 
disposiciones sobre homologación de equipos y cableados e incumplir con 
las obligaciones de registro establecidas en el mismo ordenamiento, con la 
precisión de que en caso de que se trate de la primera infracción, el 
Instituto amonestará al infractor por única ocasión. La diferencia de trato 
que existe en los supuestos mencionados no viola el principio de igualdad, 
pues las conductas que se sancionan son diferentes y los sujetos a los 
que va dirigida la norma se encuentran en planos jurídicos diferentes. Por 
ello, es lógico y razonable que se contemple la amonestación por única 
ocasión al titular de una concesión o autorización en los supuestos 
descritos, en caso de que se trate de la primera infracción, pues es una 
advertencia donde se le hacen saber las consecuencias de su actuar y se 
le exhorta a cumplir con las obligaciones, y que no se contemple la 
amonestación para la persona infractora que preste los servicios de 
telecomunicaciones o radiodifusión pero sin contar con concesión o 
autorización. Por consiguiente, la porción normativa citada al rubro, 
cumple con la finalidad prevista en el artículo 28 de la Constitución 
Federal, consistente en establecer un régimen de sanciones en materia de 
telecomunicaciones y radiodifusión. 
 
Amparo en revisión 479/2018. Grupo Empresarial Mexicano en 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien está con el sentido, 
pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid 
Cabello. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de tres de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a seis de 
mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XL/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA FIGURA DE “ESTADO DE 
INTERDICCIÓN” NO ES ARMONIZABLE CON LA CONVENCIÓN 
SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
La capacidad jurídica es un atributo universal, inherente a todas las 
personas en razón de su condición humana y no hay ninguna 
circunstancia que permita privar a una persona del derecho al 
reconocimiento como tal ante la ley o que permita limitar ese derecho. En 
este sentido, el reconocimiento de la capacidad jurídica está vinculado de 
manera indisoluble con el disfrute de otros derechos humanos como el de 
acceso a la justicia, a la igualdad y a la no discriminación, al debido 
proceso, al de audiencia, al de una vida independiente, a la privacidad, a 
la libertad de expresión, a la participación e inclusión en la sociedad, 
etcétera, por lo que la figura de “estado de interdicción” no es armonizable 
con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
  
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLI/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LOS ARTÍCULOS 23 Y 450 DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO, REALIZAN UNA DISTINCIÓN BASADA EN UNA 
CATEGORÍA SOSPECHOSA (DISCAPACIDAD) Y, POR ENDE, VIOLAN 
LOS DERECHOS HUMANOS A LA IGUALDAD Y A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. Si bien en el amparo en revisión 159/2013 la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que el estado 
de interdicción admitía una interpretación conforme, de una nueva 
reflexión en clave evolutiva de los derechos humanos y con la finalidad de 
hacer operativa la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, esta Sala considera que los artículos 23 y 450 del Código 
Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, son 
inconstitucionales y no admiten interpretación conforme al violar el 
derecho a la igualdad y a la no discriminación, ya que realizan una 
distinción basada en una categoría sospechosa como es la discapacidad. 
En este sentido, el estado de interdicción parte de una premisa de 
sustitución de voluntad, paternalista y asistencialista que no reconoce 
derechos humanos, pues en lugar de buscar que la propia persona con 
discapacidad adopte sus decisiones, se designa a un tutor para que tome 
sus decisiones legales. Además, la figura de interdicción se centra en la 
emisión de un dictamen emitido por un médico alienista que declara sobre 
las deficiencias de la persona y que justifican la privación de su capacidad 
jurídica, claramente el juicio de interdicción se centra en la deficiencia, sin 
considerar las barreras del entorno. Por tanto, de la lectura de los 
preceptos citados es posible inferir que una vez que está materialmente 
probada la discapacidad de la persona, esto es, diagnosticada su 
deficiencia, entonces puede ser declarada en estado de interdicción, lo 
cual, para efectos del artículo 23 del código aludido, implica que la 
persona es incapaz y su capacidad de ejercicio debe restringirse. A juicio 
de este Máximo Tribunal, el estado de interdicción es una restricción 
desproporcionada al derecho a la capacidad jurídica y representa una 
injerencia indebida que no es armonizable con la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, ya que la supresión de la 
capacidad jurídica supone una sustitución completa de la voluntad de la 
persona con discapacidad, pues el propio artículo menciona, sin 
ambigüedad o vaguedad alguna, que las personas incapaces sólo podrán 
ejercer sus derechos mediante sus representantes. De este modo, el 
estado de interdicción representa el más claro ejemplo del modelo de 
sustitución de la voluntad, y al tomar en cuenta las características y 
condiciones individuales de la persona, niega como premisa general que 
todas las personas tienen derecho a la capacidad jurídica. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 



 
 

 
 

 

dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLII/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL DÉFICIT DE LA CAPACIDAD 
MENTAL NO DEBE UTILIZARSE COMO JUSTIFICACIÓN PARA 
NEGAR SU CAPACIDAD JURÍDICA. La capacidad jurídica consiste tanto 
en la capacidad de ser titular de derechos y obligaciones (capacidad de 
goce) como en la de ejercerlos (capacidad de ejercicio). En ese sentido, la 
capacidad jurídica y la toma de decisiones (autonomía de la voluntad) son 
conceptos estrechamente vinculados y constituyen herramientas 
fundamentales para que una persona pueda participar en la vida jurídica, 
pero también tiene su impacto en la vida cotidiana; ambos conceptos 
parten de una tradición civilista y se han proyectado como derechos 
humanos. Ahora bien, la capacidad mental se refiere a la aptitud de una 
persona para adoptar decisiones que, naturalmente, varían de una 
persona a otra y puede ser diferente para una persona determinada en 
función de distintos factores, como pueden ser ambientales y sociales. 
Así, el hecho de que una persona tenga una discapacidad o una 
deficiencia no debe ser motivo para negarle la capacidad jurídica ni 
derecho alguno. En consecuencia, el déficit en la capacidad mental no 
debe utilizarse como justificación para negar su capacidad jurídica, pues 
con ello se contraviene el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, que se reconoce expresa e 
indudablemente su derecho a la capacidad jurídica, sin excepción alguna, 
sin que se haga diferencia entre discapacidades. Así, el derecho a la 
capacidad jurídica no es una cuestión de inteligencia en las decisiones 
que se adoptan, ni debe estar ligada a las condiciones mentales, ya que 
se basa simplemente en el reconocimiento de la voluntad de todo ser 
humano como elemento central del sistema de derechos. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLIII/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SISTEMA DE APOYOS PARA EL 
EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA. El artículo 12 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
postula como principio universal la capacidad jurídica y exige que se 
proporcione el apoyo necesario para su ejercicio. Esto es, se parte de la 
premisa de que existen diversas maneras de ejercer esa capacidad, pues 
algunas personas requieren de cierto tipo de apoyos y otras de distinta 
clase, sin menoscabo de la capacidad misma, lo cual es acorde con la 
diversidad que existe entre todas las personas. En consecuencia, no debe 
negarse a las personas con discapacidad su capacidad jurídica, sino que 
debe proporcionárseles acceso al sistema de apoyos que necesiten para 
ejercerla y para tomar decisiones, asumiendo que cada tipo de 
discapacidad requiere de unas medidas específicas en virtud de su 
condición particular y de sus requerimientos personales, con el fin de que 
puedan ejercer plenamente y por sí mismas su autonomía y todos sus 
derechos. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLIV/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DEBE PRESTAR UN 
SISTEMA DE APOYOS PARA EL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD 
JURÍDICA CONFORME A LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. El sistema de apoyos es 
una obligación estatal derivada del artículo 12, numeral 3, de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuya 
finalidad es hacer efectivos los derechos de estas personas, garantizar su 
autonomía en las actividades de la vida cotidiana y fortalecer el ejercicio 
de su capacidad jurídica. Así, se trata de una obligación vinculada a la 
persona porque busca auxiliarla en una serie de actividades diferentes. En 
este sentido, el Estado debe prestar un sistema de apoyos para garantizar 
que las personas con discapacidad puedan ejercer su facultad de elección 
y control sobre su propia vida y sobre sus opiniones, sin importar su 
deficiencia, ni tener que seguir las opiniones de quienes atienden sus 
necesidades. Por tanto, el sistema de apoyos está enfocado a facilitar la 
expresión de una voluntad libre y verdadera y hace referencia a todas 
aquellas medidas que son necesarias para ayudar a la persona con 
discapacidad en general a ejercer su capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones que las demás personas, con objeto de aumentar su nivel de 
autonomía en la vida cotidiana y en el ejercicio de sus derechos. 
Asimismo, la necesidad de apoyos se presenta ante la existencia de 
barreras en el entorno, ya sean ambientales, sociales, jurídicas, etcétera, 
por lo que el sistema de apoyos debe diseñarse a partir de las 
necesidades y circunstancias concretas de cada persona y puede estar 
conformado por una persona, un familiar, profesionales en la materia, 
objetos, instrumentos, productos y, en general, por cualquier otra ayuda 
que facilite el ejercicio pleno de los derechos de las personas con 
discapacidad en igualdad de condiciones que las demás, de manera que 
el tipo y la intensidad del apoyo prestado variarán notablemente de una 
persona a otra en virtud de la diversidad de personas con discapacidad y a 
las barreras del entorno. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLV/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LAS SALVAGUARDIAS 
PROPORCIONADAS POR EL ESTADO PARA IMPEDIR ABUSOS EN 
LAS MEDIDAS RELATIVAS AL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD 
JURÍDICA DEBEN SER REVISABLES PARA QUE CUMPLAN 
EFECTIVAMENTE CON SU FUNCIÓN. De conformidad con el artículo 12 
de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
el establecimiento de salvaguardias para impedir abusos en las medidas 
relativas al ejercicio de la capacidad jurídica tienen como finalidad 
asegurar que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica 
respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona con 
discapacidad, así como para que no haya conflicto de intereses o alguna 
influencia indebida. Para garantizar lo anterior, las salvaguardias deberán 
examinarse periódicamente por una autoridad o un órgano judicial 
competente e imparcial, esto es, deben ser revisables para que cumplan 
efectivamente con su función, por lo que cualquier persona que tenga 
conocimiento de una influencia indebida o un conflicto de interés puede 
dar parte al Juez, constituyendo así una salvaguardia. En ese sentido, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado 
que mediante el sistema de apoyos y salvaguardias debe garantizarse el 
respeto de los derechos, la voluntad y las preferencias de las personas 
con discapacidad, de manera que el denominado “interés superior” debe 
sustituirse por la “mejor interpretación posible de la voluntad y las 
preferencias”. Así, el mayor interés no consiste en que otro decida, sino en 
procurar que la persona con discapacidad disponga del máximo de 
autonomía para tomar decisiones por sí misma sobre su vida y, por ello, 
deben instaurarse mecanismos de asistencia para que pueda tomar sus 
propias decisiones al igual que los demás miembros de la sociedad, esto 
es, favorecer su autonomía. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLVI/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA NEGACIÓN DE SU CAPACIDAD 
JURÍDICA CONSTITUYE UNA BARRERA PARA EJERCER SU 
DERECHO A UNA VIDA INDEPENDIENTE. El derecho de las personas 
con discapacidad a vivir en forma independiente y a ser incluidas en la 
comunidad implica tener libertad de elección, así como capacidad de 
control sobre las decisiones que afectan su propia vida; además, implica 
que cuenten con todos los medios necesarios para que puedan tomar 
opciones, ejercer el control sobre sus vidas y adoptar todas las decisiones 
que les afecten. En ese sentido, una de las barreras para ejercer el 
derecho aludido consiste en la negación de la capacidad jurídica, ya sea 
mediante leyes y prácticas oficiales o de facto por la sustitución en la 
adopción de decisiones relativas a los sistemas de vida. Así, el derecho a 
una vida independiente no es compatible con la promoción de un estilo o 
sistema de vida individual “predeterminado”, pues la elección de cómo, 
dónde y con quién vivir es la idea central del derecho referido y a ser 
incluido en la comunidad. Por tanto, las decisiones personales no se 
limitan al lugar de residencia, sino que abarcan todos los aspectos del 
sistema de vida de la persona como pueden ser sus horarios, rutinas, 
modo y estilo de vida, tanto en la esfera privada como en la pública y en lo 
cotidiano como a largo plazo. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLVII/2019 (10a.) 
 
         

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DE INTERDICCIÓN 
VULNERA SU DERECHO A UNA VIDA INDEPENDIENTE Y A SER 
INCLUIDAS EN LA COMUNIDAD AL NEGARLES LA CAPACIDAD 
JURÍDICA. El estado de interdicción de las personas con discapacidad 
vulnera su derecho a una vida independiente y a ser incluidas en la 
comunidad contenido en el artículo 19 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, pues se basa en un modelo 
de sustitución de voluntad en el que el tutor es quien decide todas las 
cuestiones sobre la vida de aquéllas sujeta a interdicción. La 
independencia, como forma de autonomía personal, implica que la 
persona con discapacidad no sea privada de la posibilidad de elegir y 
controlar su modo de vida, así como sus actividades cotidianas, pues las 
decisiones personales no se limitan al lugar de residencia, sino que 
abarcan todos los aspectos de su sistema de vida (como pueden ser sus 
horarios, sus rutinas, su modo y estilo de vida, tanto en la esfera privada 
como en la pública y en lo cotidiano como a largo plazo). En este sentido, 
el derecho a una vida independiente está vinculado al reconocimiento y el 
ejercicio de la capacidad jurídica, pues una de las barreras para ejercer 
este derecho consiste en la negación de la capacidad jurídica, que es la 
base para que las personas con discapacidad logren vivir de forma 
independiente en la comunidad. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLVIII/2019 (10a.) 
 

         
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA FIGURA DE “ESTADO DE 
INTERDICCIÓN” FOMENTA ESTEREOTIPOS QUE IMPIDEN SU PLENA 
INCLUSIÓN EN LA SOCIEDAD. La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha señalado que las normas funcionan como medios 
textuales a través de los cuales podrían configurarse mensajes que 
conllevan un juicio de valor negativo. Desde esta perspectiva, la figura de 
“estado de interdicción” de las personas con discapacidad tiene como 
consecuencia que se transmita el mensaje de que tienen un padecimiento 
que sólo puede ser “tratado” o “mitigado” a través de medidas extremas 
como la restricción absoluta de la capacidad de ejercicio. Esta forma de 
ver y concebir la discapacidad implica tratar a las personas con 
discapacidad como meros objetos de cuidado y no como sujetos de 
derechos, pues se parte de la premisa de que la discapacidad inhabilita 
por completo a la persona, además de que se pone un énfasis en la 
deficiencia. En ese sentido, esta concepción refuerza la idea de que sólo 
mediante la sustitución de la voluntad de la persona con discapacidad se 
“mitigan” los efectos de la discapacidad y, por ende, las barreras y 
actitudes sociales permanecen inalteradas. Así, el estado de interdicción, 
al prever la restricción absoluta de la capacidad jurídica de las personas 
con discapacidad, fomenta estereotipos que impiden su plena inclusión en 
la sociedad pues las invisibiliza y excluye, al no permitirles conducirse con 
autonomía e interactuar con los demás grupos, personas e intereses que 
la componen. 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintidós de mayo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintitrés de mayo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLIX/2019 (10a.) 
 
 

TARJETAS BANCARIAS. EL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN 
PERSONAL (NIP) MEDIANTE EL CUAL SE AUTORIZAN 
OPERACIONES COMERCIALES, TIENE EL CARÁCTER DE UNA 
FIRMA ELECTRÓNICA. El Banco de México, en atención al desarrollo el 
sistema financiero y la protección de los intereses de los usuarios, 
incentivó a las instituciones financieras emisoras de tarjetas bancarias 
para que adoptaran las medidas adicionales a fin de reducir riesgos 
derivados del uso de tales instrumentos en transacciones comerciales. Por 
tanto, la gran mayoría de dichas instituciones optaron por sustituir la firma 
autógrafa de sus clientes, con el uso obligatorio de un número de 
identificación personal (NIP), como herramienta de autenticación en las 
operaciones comerciales de los tarjetahabientes. Ahora bien, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 89 del Código de Comercio, la 
firma electrónica se constituye por los datos aparejados a un mensaje de 
datos, el cual debe entenderse como la información generada, enviada, 
recibida, archivada o comunicada mediante algún medio electrónico, y 
entre tales medios se encuentra el intercambio de información 
estructurada bajo alguna norma técnica o formato convenido; la cual sirve 
para identificar al firmante y vincular su consentimiento con el acto 
comercial que se realiza. Por tanto, la naturaleza jurídica del NIP es la de 
una firma electrónica simple, de conformidad con el precepto legal aludido, 
en atención a que se trata de datos consignados, adjuntados o asociados 
en un mensaje de datos, los cuales sirven tanto para identificar al firmante, 
como para indicar que éste aprueba la información contendida en el 
mensaje de datos.  
 
Contradicción de tesis 128/2018. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 9 de enero de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros: Norma Lucía Piña 
Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario. Jorge Arriaga 
Chan Temblador.  
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, pues no contiene el tema 
de fondo que se resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva. 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de cinco de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a seis de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA L/2019 (10a.) 
 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA SUSPENSIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO POR ENCONTRARSE PENDIENTE DE 
RESOLUCIÓN UN MEDIO DE DEFENSA EN CONTRA DEL ACTO 
REPUTADO COMO DAÑOSO, NO VULNERA EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA. El artículo 18, último párrafo, de la Ley Federal 
de Responsabilidad Patrimonial del Estado, al prever que la autoridad que 
conozca del procedimiento respectivo, deberá suspenderlo cuando esté 
pendiente de resolución un medio de defensa por virtud del cual el 
reclamante haya controvertido el acto reputado como dañoso y que dicha 
suspensión subsistirá hasta que en el medio de defensa se dicte una 
resolución que cause estado, no vulnera el derecho de acceso a la justicia, 
ya que en el citado precepto, se establece el momento en el cual deberá 
ser reanudado el procedimiento mencionado, pues la duración de la 
suspensión estará sujeta al plazo específico previsto en la ley adjetiva que 
rija el medio de defensa interpuesto. Lo anterior encuentra su racionalidad 
en la existencia de múltiples medios de defensa a través de los cuales el 
reclamante puede controvertir el acto reputado como dañoso, mismos que 
se encuentran sujetos a una diversidad de plazos y términos para su 
resolución, por lo que sería inviable prever un solo término para levantar la 
suspensión, soslayando que no en todos los procedimientos que puede 
intentar el reclamante se dictan resoluciones con la misma temporalidad. 
 
Amparo en revisión 39/2019. Alicia Luna Araiza. 10 de abril de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Norma Lucía Piña 
Hernández y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
  
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de cinco de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a seis de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
 

TESIS AISLADA LI/2019 (10a.) 
 
 

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL APOYARSE EN UN NUEVO 
SUPUESTO DE DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. Al abrogar la Ley del Impuesto sobre 
la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, y no incluir en la 
vigente a partir del 1 de enero de 2014 el régimen de consolidación fiscal, 
el legislador eliminó el citado régimen y tomó esa circunstancia como 
detonante para ordenar la desconsolidación de los grupos de empresas 
que vinieran tributando de manera consolidada. Ahora, con independencia 
de que hasta el ejercicio fiscal de 2013 se previeran supuestos específicos 
para proceder a la desconsolidación, ello no implica que las sociedades 
controladoras hubiesen adquirido el derecho a desconsolidar 
exclusivamente bajo esas hipótesis, porque en tanto no se actualizaran los 
supuestos respectivos, sólo contaban con una expectativa de 
desconsolidar conforme a la ley abrogada, a partir de la cual no se generó 
una situación concreta y menos un derecho a no desconsolidar mientras 
no se verificara alguno de los supuestos contenidos en esa ley anterior. 
Asimismo, en tanto esas sociedades nunca se ubicaron en alguna de las 
hipótesis de desconsolidación previstas en la ley abrogada (supuesto), es 
claro que tampoco se desplegaron los efectos jurídicos correlativos 
(consecuencia), de lo cual se sigue que la nueva ley puede regular 
situaciones o circunstancias no alcanzadas por los supuestos y 
consecuencias previstos en la ley anterior. Así, el esquema de salida de la 
consolidación fiscal bajo un nuevo supuesto de desconsolidación 
(eliminación del régimen), previsto en el artículo noveno, fracciones XV y 
XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los 
artículos 71 y 71-A de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, 
no viola el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no 
desconoce derechos adquiridos ni modifica o altera supuestos y/o 
consecuencias de éstos surgidos conforme a la ley vigente hasta 2013, 
tomando en cuenta que, hasta ese ejercicio fiscal, las sociedades 
controladoras tuvieron la oportunidad de diferir el pago del tributo 
conforme al citado régimen tributario. 
 
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 



 
 

 
 

 

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de doce de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a trece de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LII/2019 (10a.) 
 
 

RENTA. LA ELIMINACIÓN DEL RÉGIMEN DE CONSOLIDACIÓN 
FISCAL Y EL ESQUEMA DE SALIDA CORRESPONDIENTE PREVISTO 
EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE CONFIANZA 
LEGÍTIMA. Tomando en consideración que el legislador cuenta con 
amplias facultades para configurar el sistema tributario –a fin de establecer 
una tasa, una contribución, un beneficio fiscal, o para crear, modificar o 
eliminar un determinado régimen fiscal–, y los contribuyentes bajo ninguna 
circunstancia pueden tener la previsibilidad de que los aspectos tributarios 
se mantendrán de igual forma de un momento a otro, se concluye que la 
eliminación del régimen de consolidación fiscal y el esquema de salida 
correspondiente, previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de 
las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 
71-A de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no violan el 
principio de confianza legítima derivado del derecho a la seguridad jurídica 
y, en el caso de actos legislativos, derivado específicamente del derecho a 
la irretroactividad de la ley, contenido en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque las sociedades 
controladoras no tienen un derecho adquirido para continuar tributando 
conforme al citado régimen especial una vez abrogada la ley que lo 
contenía, ni pueden albergar esperanza alguna de que aquél 
permanecería hacia el futuro, situación que, en el mejor de los casos, 
entrañaría una expectativa de derecho que no se materializó en la esfera 
jurídica de dichas sociedades y, consecuentemente, dio pauta para que el 
legislador, en uso de sus amplias facultades para eliminar regímenes de 
tributación como el señalado, estableciera además las consecuencias 
jurídicas correspondientes, a efecto de obligar a determinar y enterar el 
impuesto pendiente de pago al 31 de diciembre de 2013. Así, las 
sociedades controladoras no pueden sostener válidamente que la 
desaparición del referido régimen suscitó cambios sorpresivos, inmediatos 
y sin justificación urgente, provocando una afectación a sus decisiones de 
negocios, estrategias comerciales, planeaciones financieras y futuros 
negocios en relación con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, 
pues no pueden confiar en que dicho régimen permanecería por 
determinado lapso o en que el legislador lo mantendría indefinidamente, 
máxime que el pago del impuesto diferido con motivo de la 
desconsolidación a partir de 2014 presupone la obtención de ingresos 
suficientes para hacer frente a la obligación contributiva y, por ende, no 
pueden resentir afectaciones como las señaladas ni comprometer su 
liquidez de manera trascendental. 
 
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 



 
 

 
 

 

formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de doce de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a trece de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LIII/2019 (10a.) 
 
 

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL CONTENER LOS ELEMENTOS 
NECESARIOS PARA CUMPLIR LA OBLIGACIÓN DE PAGO SIN 
GENERAR CONFUSIÓN O AMBIGÜEDAD, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. El 
esquema de referencia prevé la obligación sustancial a cargo de las 
sociedades controladoras, consistente en determinar y enterar el impuesto 
sobre la renta diferido con motivo de la consolidación y que al 31 de 
diciembre de 2013 no se hubiese pagado al fisco federal, así como 3 
mecánicas excluyentes entre sí claramente identificadas para cumplir con 
ese propósito (desconsolidar al grupo), contemplando los conceptos o 
partidas a considerar (pérdidas fiscales, pérdidas por enajenación de 
acciones, dividendos contables, conceptos especiales de consolidación, 
comparación de RUFINES, CUFINES y R-CUFINES, según el caso), y las 
operaciones aritméticas indispensables para determinar los montos del 
impuesto sobre la renta a pagar, así como el impuesto al activo que con 
motivo de la desconsolidación deberá enterarse o será susceptible de 
recuperación. Ahora bien, la descripción y el funcionamiento del esquema 
aludido puede realizarse a partir del texto legal mismo y ello evidencia que 
su comprensión está al alcance de los contribuyentes, quienes no se 
encuentran expuestos a arbitrariedad alguna por parte de las autoridades 
exactoras, porque en tanto la norma establece y desarrolla con suficiente 
claridad la amplitud de la obligación tributaria, así como los procedimientos 
que deben seguirse para darle cumplimiento, éstas no tendrán margen 
para aplicarlas a su capricho o conforme a su laxo criterio. De ahí que el 
esquema de salida de la consolidación fiscal, previsto en el artículo 
noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en 
relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2013, no viola los principios de legalidad tributaria y 
seguridad jurídica contenidos en los artículos 31, fracción IV, y 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque en una ley 
en sentido formal y material quedan establecidos los elementos 
necesarios para cumplir con la obligación contributiva en un grado de 
comprensión suficiente que, si bien pueden ser complejos en algún grado, 
no por ello resultan confusos o ambiguos y, por ende, no generan 
incertidumbre jurídica. 
 
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 



 
 

 
 

 

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de doce de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a trece de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LIV/2019 (10a.) 
 
 

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN TRATO 
DISTINTO ENTRE SOCIEDADES CONTROLADORAS Y PERSONAS 
MORALES DEL RÉGIMEN GENERAL, PARA EFECTOS DE 
AMORTIZAR LAS PÉRDIDAS FISCALES DE EJERCICIOS 
ANTERIORES, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
Conforme al régimen general del impuesto sobre la renta, las personas 
morales, e incluso aquellas que tributaban en el de consolidación fiscal y 
sólo debieran determinar su resultado fiscal consolidado, tenían la 
posibilidad de amortizar sus pérdidas fiscales de ejercicios anteriores 
contra las utilidades que determinen en el ejercicio fiscal respectivo. En 
cambio, las sociedades controladoras que a partir de 2014 deban efectuar 
la desconsolidación del grupo empresarial y apliquen las mecánicas 2 o 3 
para ese propósito, no pueden amortizar sus pérdidas fiscales 
consolidadas de ejercicios anteriores –en parte o totalmente– contra las 
utilidades identificadas a través de las distintas partidas o conceptos que 
pudieron generar efectos de diferimiento. Lo anterior es así, en virtud de 
que los contribuyentes mencionados en primer término, al calcular el 
impuesto sobre la renta del ejercicio, deben reflejar su situación fiscal 
general y no tienen que aplicar procedimientos “cedulares” o “aislados”, o 
bien, “híbridos”, para pagar algún impuesto diferido, y menos con motivo 
de una desconsolidación; mientras los segundos, al aplicar la mecánica 3 
de desconsolidación (procedimiento “cedular” o “aislado”), o bien, la 
mecánica 2 (procedimiento “híbrido” por la parte netamente “cedular” o 
“aislada”), han de identificar exclusivamente utilidades fiscales pendientes 
de gravamen y, por ende, no deben involucrar factores o resultados 
inherentes a la situación fiscal general del grupo empresarial. Así, el 
esquema de salida de la consolidación fiscal previsto en el artículo 
noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley 
del impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en 
relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley, vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2013, no viola el principio de equidad tributaria contenido en 
el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues no establece un trato diferenciado injustificado 
entre los grupos de contribuyentes mencionados, tomando en cuenta que, 
en todo caso, las citadas controladoras tienen la posibilidad de efectuar la 
desconsolidación conforme a la mecánica 1, la cual permite integrar las 
partidas o los conceptos que en su momento generaron efectos de 
diferimiento, a la fórmula general para efectuar el cálculo del impuesto 
sobre la renta consolidado y, por tanto, reconocer los efectos que a ese 
nivel tributario pueden verificarse para determinar el impuesto diferido, 
entre otras formas, mediante la posible amortización total de las pérdidas 
fiscales consolidadas de ejercicios anteriores. 
 
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 



 
 

 
 

 

Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de doce de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a trece de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LV/2019 (10a.) 
 
 

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, Y LOS PROCEDIMIENTOS DE 
COMPARACIÓN DE RUFINES, CUFINES Y R-CUFINES, QUE EN CADA 
CASO RESULTE PROCEDENTE REALIZAR CONFORME A CADA UNA 
DE LAS 3 MECÁNICAS PARA EFECTUAR LA DESCONSOLIDACIÓN, 
NO VIOLAN EL DERECHO A LA PROPIEDAD NI EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Conforme a las 3 mecánicas de 
desconsolidación integrantes del esquema de salida de la consolidación 
fiscal, las sociedades controladoras deben efectuar, entre otras 
operaciones, la comparación de RUFINES, CUFINES y/o R-CUFINES, 
según el caso, a fin de determinar y enterar el impuesto diferido 
correspondiente. Ahora, si los citados procedimientos de comparación 
permiten identificar utilidades pendientes de gravamen –pues en su 
momento se produjeron a nivel individual y se aportaron a la 
consolidación, pero por alguna causa no se pagó el impuesto respecto de 
ellas, o bien, se trata de dividendos distribuidos por la sociedad 
controladora–, las cuales fueron generadas a partir de ingresos obtenidos 
por el contribuyente, entonces, ello implica que a través de la aplicación de 
esos procedimientos, en última instancia, se sujeta a imposición una 
manifestación de riqueza gravada por el impuesto sobre la renta, con lo 
cual se obliga a las sociedades controladoras a contribuir al gasto público 
con cargo a sus recursos patrimoniales. Por lo anterior, se concluye que el 
esquema de salida de la consolidación fiscal y los procedimientos de 
comparación de RUFINES, CUFINES y R-CUFINES que en cada caso 
resulte procedente realizar conforme a cada una de las 3 mecánicas para 
efectuar la desconsolidación, previstos en el artículo noveno, fracciones 
XV, inciso a), numeral 3, e inciso b), y XVIII, inciso c), de las disposiciones 
transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de 
enero de 2014, en relación con los artículos 71, párrafos sexto y séptimo, 
71-A, fracción II, y cuarto, fracción VIII, inciso b), de las disposiciones 
transitorias de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no 
violan el principio de proporcionalidad tributaria ni el derecho a la 
propiedad, contenidos en los artículos 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, respectivamente, porque el hecho 
de identificar sólo utilidades respecto de las cuales no se hubiese pagado 
el impuesto, obliga a las sociedades controladoras a tributar conforme a su 
capacidad contributiva en el entendido de que si tales utilidades se 
produjeron por la obtención previa de ingresos que pasaron a formar parte 
de su patrimonio y, por tanto, de su propiedad, ésta no se afecta de 
manera arbitraria o sin justificación, sino sólo en la medida en que tales 
ingresos sirvieron para modificar positivamente dicho patrimonio y 
constituyen una manifestación de riqueza susceptible de ser gravada, 
tomando en cuenta que el derecho a la propiedad conlleva la 
responsabilidad social de destinar una parte de ella al sostenimiento de las 
cargas públicas. 
 
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López. 



 
 

 
 

 

 
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de doce de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a trece de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LVI/2019(10a.) 
 
 

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL OBLIGAR A ENTERAR, EN SU 
CASO, EL IMPUESTO AL ACTIVO POR DESCONSOLIDACIÓN, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El 
esquema de salida de la consolidación fiscal establece, entre otras 
obligaciones, la de determinar el impuesto al activo (IMPAC) que le 
corresponda enterar a la sociedad controladora, así como el que podrán 
recuperar las sociedades controladas y ella en lo individual. Para tales 
efectos, una vez aplicado el artículo tercero transitorio de la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única abrogada, dicha sociedad líder estará 
en aptitud de efectuar la comparación entre el IMPAC consolidado y el 
individual de cada sociedad del grupo de acuerdo con el procedimiento 
previsto en el artículo tercero, fracción III, de las disposiciones de vigencia 
temporal de la Ley del Impuesto sobre la Renta del decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, del Código Fiscal de la Federación, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado, y se establece el Subsidio para el Empleo, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 1 de octubre de 2007 –aplicable en 
el marco de la desconsolidación–. Derivado de esa comparación, si el 
IMPAC consolidado pagado en ejercicios anteriores que tenga derecho a 
recuperar la controladora, es inferior al que tengan derecho a recuperar 
las sociedades controladas y a la controladora en lo individual, ello implica 
que por la diferencia, la controladora debe efectuar el entero respectivo. 
Lo anterior es así porque el supuesto de referencia revela la existencia de 
un IMPAC diferido que, con motivo de la desconsolidación, es necesario 
enterar, con la finalidad de dejar totalmente pagado al fisco federal el 
IMPAC que posteriormente podrán solicitar en devolución las sociedades 
controladas y la controladora en lo individual, en el entendido de que ese 
pago no corresponde a la identificación de utilidades pendientes de 
gravamen como si se tratara de impuesto sobre la renta, sino a un adeudo 
tributario proveniente de la actualización del hecho imponible para efectos 
del propio IMPAC, cuya manifestación de riqueza gravada consiste en los 
activos concurrentes a la obtención de utilidades. De ahí que el esquema 
de salida de la consolidación fiscal y, particularmente, al obligar a enterar 
–en su caso– el impuesto al activo con motivo de la desconsolidación, 
previsto en el artículo noveno, fracciones XV, inciso e), y XVIII, inciso b), 
de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con el artículo tercero, 
fracción III, del decreto citado, no viola el principio de proporcionalidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, porque el pago de dicho tributo no es 
producto de una mera comparación de montos de IMPAC, sino de la 
identificación de un impuesto diferido por efectos de la consolidación cuyo 
origen se encuentra en la manifestación de riqueza gravada por dicho 
tributo, la cual, en su momento, denotó aptitud para contribuir al 
sostenimiento del gasto público. 
 
Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 



 
 

 
 

 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y 
Fanuel Martínez López. 
 
Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de doce de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a trece de 
junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LVII/2019 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO 
SE VULNERA CUANDO SE AUTORIZA LA SUSTITUCIÓN DE UN JUEZ 
DE DISTRITO POR PERÍODO VACACIONAL, CON FUNDAMENTO EN 
EL ARTÍCULO 161 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE 
LA FEDERACIÓN. El autorizar en un juicio oral mercantil, que un 
secretario asuma las funciones de un juez de distrito, por gozar de su 
período vacacional, conforme lo establece el artículo 161, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, no transgrede el principio de 
inmediación, en sentido amplio. Lo anterior es así, pues si bien el juez 
debe presenciar los actos del juicio, también lo es que cuando un 
secretario asume sus funciones, como medida de carácter excepcional, se 
justifica debido a que evita la interrupción en la impartición de justicia y 
observa otros principios que también juegan un papel importante en el 
juzgamiento oral, como lo son los de “concentración” y “continuidad” que 
consisten en que el procedimiento se substancie en el menor número de 
audiencias que contemplen el mayor número de diligencias y que el 
procedimiento deba realizarse de manera ágil, evitando interrupciones, sin 
exceso de formalidades que obstaculicen su curso, postulados que tienen 
trascendencia en el núcleo del derecho fundamental de impartición pronta 
de justicia contemplado en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, sin que se sacrifique la calidad en la 
realización de esa función en cuanto al contacto directo que debe tener el 
juzgador con las partes y con los demás sujetos procesales y a la 
intervención activa que debe observar en el desenvolvimiento de los actos 
procesales dado que, los secretarios de juzgado de distrito, como una de 
las categorías de servidores públicos de “carrera judicial”, sólo pueden 
acceder a su cargo través de la realización de exámenes de oposición que 
garantizan que, al realizar la aludida suplencia, cuentan con los 
conocimientos jurídicos y la experiencia necesarios para realizar, de 
manera eficaz, el desahogo de las diligencias en las que sea 
indispensable la presencia directa de un juez. 
 
Amparo directo en revisión 2758/2016. Banco Mercantil del Norte, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 21 de febrero de 
2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintisiete de junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LVIII/2019 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO 
RIGE LA ETAPA EN QUE SE FIJA LA LITIS. El principio de inmediación 
en amplio sentido, consiste en que el juzgador presencie los actos del 
juicio y, en estricto sentido, que sea el juez ante el que se practicaron las 
actuaciones el que decida la contienda, lo que corresponde a la dimensión 
subjetiva del mencionado principio. Por tanto, la configuración del 
procedimiento del juicio oral mercantil, permite advertir que el principio de 
inmediación no se activa en la etapa en que se fija la litis del juicio, en 
virtud de que el juez no interactúa directa y personalmente con las partes, 
ni conduce el debate en cercanía con ellas porque, en esa primera etapa 
del juicio, todo es suministrado por escrito. 
 
Amparo directo en revisión 2758/2016. Banco Mercantil del Norte, S. A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 21 de febrero de 
2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintisiete de junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LIX/2019 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO 
ES ABSOLUTA SU OBSERVANCIA EN LA AUDIENCIA PRELIMINAR. 
El principio de inmediación en la audiencia preliminar de un juicio oral 
mercantil, no tiene carácter inquebrantable, al preverse la posibilidad de la 
recusación hasta antes de la calificación de la admisión de las pruebas, 
esto es, de la depuración del procedimiento; conciliación y/o mediación; 
fijación de acuerdos sobre hechos no controvertidos; y fijación de 
acuerdos probatorios; pues, de resultar fundado el impedimento, la 
inhibición del juzgador por falta de imparcialidad, significaría su sustitución 
y solamente se reconocería la nulidad de lo actuado con posterioridad a la 
recusación, conforme lo prevé el último párrafo del artículo 1390 Bis 7, del 
Código de Comercio, es decir, a partir de la referida calificación de 
pruebas. 
 
Amparo directo en revisión 2758/2016. Banco Mercantil del Norte, S. A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 21 de febrero de 
2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintisiete de junio de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LX/2019 (10a.) 
 
 
JEFE DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. EL 
ARTÍCULO 3o., FRACCIÓN II, INCISO C), DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO QUE LE 
RECONOCE EL CARÁCTER DE PARTE DEMANDADA EN EL JUICIO 
DE NULIDAD PROMOVIDO CONTRA RESOLUCIONES EMITIDAS POR 
AUTORIDADES LOCALES QUE DETERMINEN CONTRIBUCIONES 
FEDERALES COORDINADAS, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD PROCESAL. El precepto citado, al reconocer el carácter de 
parte demandada al jefe del Servicio de Administración Tributaria en los 
juicios en que se controviertan resoluciones de autoridades federativas 
coordinadas, emitidas con fundamento en convenios o acuerdos en 
materia de coordinación fiscal, no vulnera el principio de igualdad 
procesal, porque ello no pone en desventaja a la parte actora, ni tampoco 
constituye privilegio alguno, pues la procedencia de las pretensiones del 
justiciable no se encuentra condicionada al número de partes demandadas 
que acudan a dicho juicio, sino que su éxito dependerá, como en cualquier 
procedimiento imparcial, de la validez intrínseca de los argumentos que 
formule en contra de la resolución impugnada. Asimismo, reconocer al jefe 
del Servicio de Administración Tributaria como parte demandada obedece 
a la naturaleza de la resolución controvertida, esto es, una determinación 
emitida por una autoridad local con fundamento en un convenio o acuerdo 
de coordinación que involucra los intereses de la autoridad federal. Por 
tanto, el precepto impugnado lejos de constituir un privilegio hace patente 
el principio de igualdad procesal, al permitir que todas las partes cuyos 
intereses puedan verse lesionados con la decisión final del procedimiento 
contencioso administrativo puedan ser oídas de manera previa a la 
emisión de la sentencia correspondiente. 
 
Amparo directo en revisión 149/2019. Grupo Emprendedor de Recursos 
Humanos, S.A. de C.V.  3 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el 
artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de siete de 
agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a siete de agosto de dos 
mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXI/2019 (10a.) 
 
 
PRECLUSIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EN UN AMPARO DIRECTO 
PREVIO Y QUE DERIVA DE LA MISMA SECUELA PROCESAL SE 
IMPUGNARON NORMAS GENERALES Y EL TRIBUNAL COLEGIADO 
DESESTIMÓ U OMITIÓ EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN RESPECTIVOS, SIN QUE EL QUEJOSO HAYA 
INTERPUESTO EL RECURSO DE REVISIÓN. El Pleno de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estableció en la jurisprudencia P./J. 2/2013 
(10a.), que en el juicio de amparo directo son inoperantes los conceptos 
de violación que plantean la inconstitucionalidad de una ley que pudo 
impugnarse en un juicio de amparo anterior promovido por el mismo 
quejoso y que derivan de la misma secuela procesal. A su vez, esta 
Primera Sala considera que dicho criterio se puede hacer extensivo a 
aquellos asuntos en los cuales, habiéndose impugnado en amparo directo 
la constitucionalidad de normas generales, el Tribunal Colegiado 
desestima u omite el estudio de los conceptos de violación respectivos, sin 
que la parte quejosa interponga el recurso de revisión, a fin de obtener un 
mayor beneficio con el eventual pronunciamiento sobre la regularidad 
normativa de los preceptos impugnados. De ahí que en esos supuestos 
también precluya el derecho del quejoso para controvertir dichas normas 
generales en un juicio de amparo posterior promovido dentro de la misma 
secuela procesal. 
 
Amparo directo en revisión 650/2013. Gutsa Infraestructura, S.A. de 
C.V. 17 de abril de 2013.  Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
María del Carmen Sánchez Cordero y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.  
 
Amparo directo en revisión 188/2019. Riverside Resources México, S.A. 
de C.V. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, quien aclaró que está con el sentido, pero en contra de 
las consideraciones, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el 
artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de siete de 
agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a siete de agosto de dos 
mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXII/2019 (10a.) 
 
 
ACUMULACIÓN DE JUICIOS. PRESUPUESTOS MATERIALES PARA 
SU PROCEDENCIA. La facultad de concentrar en un mismo proceso 
diversas pretensiones o acciones no es irrestricta, su procedencia está 
sujeta a la satisfacción de ciertos presupuestos materiales, a saber: 
requiere una identidad subjetiva (coincidencia jurídica entre las partes y el 
carácter o calidad con que intervienen en el proceso), la competencia del 
órgano jurisdiccional, así como homogeneidad procedimental (que las 
acciones deban sustanciarse a través de juicios de la misma naturaleza) y 
que las pretensiones no se contradigan o se excluyan mutuamente. De lo 
anterior se desprende que el sistema de acumulación de pretensiones en 
el derecho procesal civil federal exige compatibilidad procesal y material 
de las acciones entre sí, de manera que, cuando el trámite de una y otra 
sean irreconciliables, no será válido decretar la acumulación. 
 
Apelación 3/2019. HYCSA Edificaciones y Proyectos, S.A.P.I. de C.V. 15 
de mayo de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien indicó que está con el sentido, pero en 
contra de las consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedido: 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de catorce 
de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXIII/2019 (10a.) 
 
 
ACUMULACIÓN DE JUICIOS. NO PROCEDE CUANDO SE TRATA DE 
UN PROCESO JURISDICCIONAL Y UN PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO. La interpretación sistemática y gramatical de los 
artículos 71 a 75 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que 
integran el Capítulo Único del Título Tercero, denominado “Litigio”, lleva a 
sostener que la acumulación que regula la normatividad apuntada está 
dirigida a procesos de naturaleza jurisdiccional, ya que el legislador se 
refirió a juicios seguidos ante tribunales y cuyo litigio habrá de resolverse 
en una sentencia, elementos que en su conjunto necesariamente implican 
la tramitación de un proceso de índole jurisdiccional, como instrumento 
para resolver un conflicto de intereses calificado por la pretensión de uno 
de los interesados y por la resistencia del otro. Por ello, la acumulación 
está dada para juicios, con el fin de concentrarlos y, por economía 
procesal, resolverlos conjuntamente en una sola sentencia, lo cual 
además protege los principios constitucionales de justicia expedita, pronta, 
completa e imparcial, y evita que se dicten resoluciones contradictorias. 
Así, cuando la petición de acumulación se formula respecto de un juicio y 
un procedimiento administrativo con reglas y formalidades específicas, 
que no comparte las características propias de un proceso jurisdiccional, 
ésta resulta improcedente ante su  incompatibilidad. 
 
Apelación 3/2019. HYCSA Edificaciones y Proyectos, S.A.P.I. de C.V. 15 
de mayo de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien indicó que está con el sentido, pero en 
contra de las consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedido: 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de catorce 
de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXIV/2019 (10a.) 
 
 
REVISIÓN ADHESIVA. EL ESTUDIO PREFERENTE DE LAS 
CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
FORMULADAS EN DICHO RECURSO, ESTÁ SUPEDITADO A QUE LA 
REVISIÓN PRINCIPAL SEA PROCEDENTE. Si bien la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sustentado que los argumentos de improcedencia 
del juicio constitucional formulados en la revisión adhesiva deben 
examinarse de manera preferente, dicho criterio está supeditado a que la 
revisión principal sea procedente. De ahí que cuando la revisión principal 
no cumple con la totalidad de requisitos normativos para su procedencia, 
resulta innecesario pronunciarse sobre las causas de improcedencia del 
amparo planteadas en el medio de impugnación adhesivo por carecer de 
autonomía. 
 
Amparo directo en revisión 51/2019. Fernando Ramírez Vargas. 29 de 
mayo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Víctor Manuel Rocha Mercado.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de catorce 
de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXV/2019 (10a.) 
 
 
COMATERNIDAD. ES UNA FIGURA REFERIDA A LA DOBLE 
FILIACIÓN MATERNA EN UNIONES FAMILIARES 
HOMOPARENTALES. El derecho fundamental a la protección del 
desarrollo y organización de la familia reconocido en el artículo 4º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comprende a todo 
tipo de uniones familiares, entre ellas, las homoparentales conformadas 
por personas del mismo sexo. En ese sentido, todas las personas sin 
distinción de género u orientación sexual tienen el derecho a formar una 
familia, y si es su deseo, acceder a la procreación y crianza de hijos 
propios, adoptados, gestados mediante el uso de técnicas de reproducción 
asistida, o procreados por uno de ellos. Ahora bien, la comaternidad es 
una figura propia de la unión familiar homoparental constituida por dos 
mujeres, que se refiere a la doble filiación materna, por virtud de la cual la 
pareja de mujeres se encarga del cuidado bajo su seno de uno o más 
hijos, como cualquier otro ejercicio de crianza parental, aun cuando una de 
ellas o ambas no tengan un vínculo genético con el hijo o hijos. Este 
ejercicio de procreación y/o crianza de hijos debe reconocerse al tenor del 
citado derecho constitucional cuya protección se extiende a toda clase de 
familia, teniendo en cuenta que lo relevante en el ejercicio de los deberes 
parentales es que éstos se realicen en un ambiente de amor y 
comunicación con los menores de edad, brindándoles una sana educación 
para la vida, de la manera más informada posible, que contribuya a su 
sano desarrollo integral, y tales caracteres exigibles en la crianza de los 
hijos no están determinados por el género o las preferencias sexuales de 
quienes la realizan, ni por la existencia de vínculos genéticos entre las 
personas. 
 
Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia Román Silva.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de catorce 
de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXVI/2019 (10a.) 
 
 
RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO CON MOTIVO DE LA 
COMATERNIDAD EN UNIONES FAMILIARES CONFORMADAS POR 
DOS MUJERES. EL ARTÍCULO 384 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO 
DE AGUASCALIENTES QUE EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE QUE EL 
HIJO DE UNA MUJER PUEDA SER RECONOCIDO 
VOLUNTARIAMENTE POR SU COMPAÑERA, VULNERA LOS 
DERECHOS DE LAS UNIONES FAMILIARES HOMOPARENTALES. El 
precepto referido dispone que la filiación de los hijos que nacen fuera de 
matrimonio resulta, con relación a la madre, del solo hecho del nacimiento, 
y respecto del padre, únicamente se establece por el reconocimiento 
voluntario o por sentencia que declare la paternidad. Dicho dispositivo está 
sustentado en dos premisas básicas, a saber: 1) La procreación natural de 
un hijo fisiológicamente sólo es posible con la participación de células 
sexuales de un hombre y una mujer, de modo que genéticamente los 
progenitores son personas de distinto sexo, por tanto, la filiación se 
constituye desde la concepción parental heterosexual; y, 2) La filiación 
debe ser acorde a la relación biológica, por lo que se establecerá entre el 
hijo y un padre hombre y una madre mujer, presumiendo que quienes lo 
reconocen son las personas que tienen ese vínculo biológico con él, salvo 
prueba en contrario. Así, la norma permite constituir la filiación jurídica 
cuando se cumplan dos requisitos: uno ligado al género, pues una 
persona sólo puede ser reconocida por un hombre y una mujer, o sólo por 
uno de ellos; y otro ligado al origen genético, ya que se orienta por la 
prevalencia de relaciones parentales biológicas, aun cuando la 
acreditación de esto último, tratándose del reconocimiento voluntario ante 
el oficial del Registro Civil, no se exige en forma fehaciente sino que se 
presume a partir del género de quienes reconocen, particularmente 
respecto del padre, pues basta que se trate de un varón. Sobre esa base, 
el artículo 384 del Código Civil del Estado de Aguascalientes sólo 
responde a la protección de los derechos fundamentales de personas 
heterosexuales no casadas al establecimiento de la filiación jurídica con 
sus descendientes, pues únicamente permite el reconocimiento voluntario 
de hijo acorde con las relaciones biológicas, de manera que excluye la 
posibilidad de que el hijo de una mujer pueda ser reconocido 
voluntariamente en su acta de nacimiento o en acta especial posterior por 
otra mujer con quien la madre biológica conforme una unión familiar 
homoparental en cuyo seno se desarrollará aquél y que sin tener un 
vínculo genético con el hijo de su pareja, tenga el propósito de crear la 
relación filial con él para el ejercicio de la comaternidad; esta exclusión 
entraña una diferencia de trato orientada por el género, que además lleva 
implícito el rechazo derivado de la orientación sexual de quienes 
constituyen uniones familiares homoparentales de mujeres, contraria al 
derecho de igualdad y no discriminación recogido por el artículo 1o. 
constitucional, y vulnera su derecho de acceder a la procreación y/o 
crianza de hijos y a establecer la filiación jurídica con éstos, comprendido 
en el derecho a la protección del desarrollo y organización de la familia 
previsto en el precepto 4o. de la Ley Fundamental, por lo que el precepto 
citado resulta inconstitucional. 
 
Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia Román Silva.   



 
 

 
 

 

 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de catorce 
de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXVII/2019 (10a.) 
 
 
RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO EN LA PARTIDA DE 
NACIMIENTO O EN ACTA ESPECIAL POSTERIOR. ES VIABLE LA 
FILIACIÓN JURÍDICA EN EL CONTEXTO DE UNA UNIÓN FAMILIAR 
HOMOPARENTAL, CON MOTIVO DE LA COMATERNIDAD. La 
procreación y/o crianza de hijos en ejercicio de la comaternidad en 
uniones familiares homoparentales, supone que necesariamente una de 
las mujeres que conforman la pareja, no tiene un vínculo biológico con el 
hijo de su compañera, dada la imposibilidad fisiológica de procrear entre 
sí, lo cual significa que en la procreación del hijo, al margen de la 
preferencia sexual de la mujer progenitora, intervino un tercero, ya sea 
como donador anónimo del gameto sexual masculino mediante el uso de 
una técnica de reproducción asistida, o bien, a través de una relación 
sexual. En el primer caso, posiblemente no exista mayor discusión en 
cuanto a la inexistencia de filiación jurídica entre el hijo y el donador de la 
célula sexual masculina, pues generalmente, la legislación determina la 
inexistencia de dicho vínculo jurídico filiatorio, o así se estipula en el 
contrato de donación de células respectivo, dados los fines de la donación, 
por lo que el hijo sólo contará con la filiación jurídica respecto de su madre 
biológica, y en caso de alguna eventual controversia, ésta se definirá 
sobre las bases que deriven del acto jurídico y de la ley; por tanto, en ese 
supuesto, la falta de nexo genético entre el hijo y la mujer pareja de la 
madre biológica que pretende ejercer la comaternidad, no desplaza 
propiamente una filiación jurídica paterna, y no debe impedir el 
establecimiento del vínculo filial entre ellos, pues si el hijo nace por medio 
de una técnica de reproducción asistida, la filiación jurídica encuentra 
sustento en la voluntad procreacional como elemento determinante para 
su constitución, tornándose irrelevante la inexistencia del lazo biológico 
para efectos del reconocimiento voluntario del hijo por el miembro de la 
pareja del mismo sexo que no proporcionó material genético para la 
procreación. En el segundo caso, es decir, cuando el menor es procreado 
en una relación sexual, no puede negarse la existencia del varón 
progenitor que tendrá derecho al establecimiento de la filiación jurídica con 
el hijo, mediante el reconocimiento voluntario de la paternidad ante el 
oficial del Registro Civil; tampoco está en duda el derecho del menor de 
edad, en su caso, a la investigación futura de la paternidad y a exigir que 
se declare la existencia de la filiación jurídica acorde con sus orígenes 
biológicos. Sin embargo, lo anterior no debe inhibir o excluir la posibilidad 
de que el hijo de una mujer nacido de la relación sexual con un varón, 
pueda ser reconocido voluntariamente por otra mujer en su registro de 
nacimiento o por acta especial (en caso de que ya exista un acta de 
nacimiento dónde sólo lo haya reconocido la madre biológica), cuando 
dicho hijo nazca y se desarrolle en un contexto de unión familiar 
homoparental, pues en tal supuesto existen factores que deben 
ponderarse en orden a su interés superior privilegiando su estabilidad 
familiar y su mayor beneficio, pues ha de admitirse que si el hijo nace de 
una madre con orientación homosexual, sin que exista una unión familiar 
de ésta con su progenitor biológico, sino que conforma una unión de esa 
índole con otra mujer, la predicción fáctica es que el menor de edad, de 
hecho, será criado por ambas mujeres y se desarrollará en el seno de la 
familia homoparental, y esto, conduce a privilegiar el pronto 
establecimiento de su filiación jurídica respecto de las dos personas que 
asumirán para con él los deberes parentales, lo que resulta acorde con la 
protección reforzada de sus derechos, en tanto se le garantiza, de 
inmediato, que contará con las prerrogativas inherentes a la filiación 



 
 

 
 

 

jurídica respecto de esas dos personas, y le permitirá conformar una 
identidad acorde con el contexto familiar en el que se supone crecerá, por 
lo que, ante la falta de vínculo genético, debe bastar como elemento 
determinante para el establecimiento de la filiación jurídica, la voluntad 
parental de quien desea ejercer junto con la madre la comaternidad. 
 
Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia Román Silva.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de catorce 
de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA LXVIII/2019 (10a.) 
 
 
RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO CON MOTIVO DE LA 
COMATERNIDAD EN UNIONES FAMILIARES CONFORMADAS POR 
DOS MUJERES. EL ARTÍCULO 384 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO 
DE AGUASCALIENTES QUE EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE QUE EL 
HIJO DE UNA MUJER PUEDA SER RECONOCIDO 
VOLUNTARIAMENTE POR SU COMPAÑERA, VULNERA EL DERECHO 
DE LOS MENORES DE EDAD AL PRONTO ESTABLECIMIENTO DE SU 
FILIACIÓN JURÍDICA. El precepto referido dispone que la filiación de los 
hijos que nacen fuera de matrimonio resulta, con relación a la madre, del 
solo hecho del nacimiento, y respecto del padre, únicamente se establece 
por el reconocimiento voluntario o por sentencia que declare la paternidad. 
Dicho dispositivo está sustentado en dos premisas básicas, a saber: 1) La 
procreación natural de un hijo fisiológicamente sólo es posible con la 
participación de células sexuales de un hombre y una mujer, de modo que 
genéticamente los progenitores son personas de distinto sexo, por tanto, 
la filiación se constituye desde la concepción parental heterosexual; y, 2) 
La filiación debe ser acorde a la relación biológica, por lo que se 
establecerá entre el hijo y un padre hombre y una madre mujer, 
presumiendo que quienes lo reconocen son las personas que tienen ese 
vínculo biológico con él, salvo prueba en contrario. Así, la norma permite 
constituir la filiación jurídica cuando se cumplan dos requisitos: uno ligado 
al género, pues una persona sólo puede ser reconocida por un hombre y 
una mujer, o sólo por uno de ellos; y otro ligado al origen genético, ya que 
se orienta por la prevalencia de relaciones parentales biológicas, aun 
cuando la acreditación de esto último, tratándose del reconocimiento 
voluntario ante el oficial del Registro Civil, no se exige en forma fehaciente 
sino que se presume a partir del género de quienes reconocen, 
particularmente respecto del padre, pues basta que se trate de un varón. 
Sobre esa base, el artículo 384 del Código Civil del Estado de 
Aguascalientes excluye la posibilidad de que el hijo de una mujer pueda 
ser reconocido voluntariamente en su acta de nacimiento o en acta 
especial posterior por otra mujer con quien la madre biológica conforme 
una unión familiar homoparental en cuyo seno se desarrollará aquél y que 
sin tener un vínculo genético con el hijo de su pareja, tenga el propósito de 
crear la relación filial con él para el ejercicio de la comaternidad; esta 
exclusión restringe la protección de los menores de edad que nacen o se 
desarrollan en el contexto de ese tipo de unión familiar, al pronto 
establecimiento de su filiación jurídica, comprendido en su derecho a la 
identidad, que les permite acceder al pleno ejercicio de otro cúmulo de 
derechos personalísimos y de orden patrimonial, por lo que esa norma 
resulta contraria a su interés superior, por ende, contraviene el artículo 4º  
constitucional. Lo anterior no desconoce que el derecho a la identidad de 
los menores de edad contempla entre sus prerrogativas el derecho a que 
su filiación jurídica coincida con sus orígenes biológicos y, por ello, la 
tendencia tendría que inclinarse a hacer prevalecer el principio de verdad 
biológica; sin embargo, ello no es una regla irrestricta, pues la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
cuando lo anterior no es posible por los supuestos de hecho en que se 
encuentre el menor o porque deban imponerse intereses más relevantes 
como la estabilidad de las relaciones familiares o privilegiar estados de 
familia consolidados en el tiempo, es válido que la filiación jurídica se 
determine prescindiendo del vínculo biológico, pues la identidad de los 
menores depende de múltiples factores y no sólo del conocimiento y/o 
prevalencia de relaciones biológicas. En el caso de la comaternidad, 



 
 

 
 

 

resulta relevante por ser lo más protector y benéfico para el menor que 
nace o se desarrolla en ese tipo de familia, privilegiar de inmediato su 
derecho al establecimiento de su filiación jurídica frente a las dos personas 
que asumen para con él los deberes parentales. 
 
Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia Román Silva.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de catorce 
de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA LXIX/2019 (10a.) 
 
 
DOCUMENTAL PÚBLICA. EL VALOR PROBATORIO QUE ASIGNA EL 
ARTÍCULO 280 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, NO ES CONTRARIO AL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE ESTÁNDAR PROBATORIO O 
REGLA DE JUICIO. En virtud del carácter racional de la prueba, la 
presunción de inocencia en esta vertiente puede entenderse como una 
norma que ordena a los Jueces la absolución de los inculpados cuando 
durante el proceso no se han aportado pruebas de cargo suficientes para 
acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona. Así, 
para poder considerar que existen indicios que constituyan prueba de 
cargo suficiente para enervar la presunción de inocencia, el Juez debe, 
entre otras cosas, cerciorarse al valorar el material probatorio disponible 
que estén desvirtuadas las hipótesis de inocencia efectivamente alegadas 
por la defensa en el juicio y, al mismo tiempo, descartar la existencia de 
contraindicios que den lugar a una duda razonable sobre la hipótesis de 
culpabilidad sustentada por la parte acusadora. Por tanto, el artículo 280 
del Código Federal de Procedimientos Penales, no es contrario al principio 
de presunción de inocencia en su vertiente de estándar probatorio, pues el 
hecho de que disponga que la documental pública goza de pleno valor 
probatorio, no implica que el Juez deje de observar las condiciones que 
tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerarla suficiente para 
condenar (existencia del delito y la responsabilidad de la persona), y a qué 
parte debe perjudicar procesalmente el hecho de que no se satisfaga el 
estándar de prueba. Luego, la aludida regla de valoración que prevé el 
precepto impugnado, no supone en ningún caso que se esté relevando de 
la carga de la prueba al órgano acusador, por el contrario, la presunción 
de inocencia sólo se enerva en la medida en que existan pruebas 
suficientes que acrediten la responsabilidad penal, ya que la hipótesis de 
la acusación sólo puede estar probada suficientemente si al momento de 
valorar el material probatorio se analizan conjuntamente los niveles de 
corroboración tanto de la hipótesis de culpabilidad propuesta por la 
acusación como de la hipótesis de inocencia alegada por la defensa. Por 
lo que, aun cuando la documental pública haga prueba plena como 
instrumento de cargo, el derecho a la presunción de inocencia en su 
vertiente de estándar de prueba obliga al juzgador a valorar el material 
probatorio disponible para cerciorarse de que estén desvirtuadas las 
hipótesis de inocencia efectivamente alegadas por la defensa en el juicio 
y, al mismo tiempo, descartar la existencia de contraindicios que den lugar 
a una duda razonable sobre la hipótesis de culpabilidad sustentada por la 
parte acusadora. 
 
Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 



 
 

 
 

 

anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA LXX/2019 (10a.) 
 
 
VALORACIÓN PROBATORIA. PROHIBICIÓN DE APLICAR REGLAS 
PROCESALES DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO A ASUNTOS 
TRAMITADOS BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL. Todo régimen 
transitorio tiene la función de normar las situaciones jurídicas acaecidas 
durante la vigencia de una ley o sistema abrogados que trascienden al 
tiempo en el que entra en vigor la nueva normatividad. Ahora bien, el 
régimen transitorio del Decreto de reformas a la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de dieciocho de junio de dos mil ocho, 
específicamente el artículo cuarto transitorio, dispuso que los 
procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del 
nuevo sistema procesal penal acusatorio, serían concluidos conforme a 
las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto, lo que no tiene 
como propósito sostener que los dos sistemas penales que se encuentran 
en juego, esto es, el abrogado y el que le sustituye, se encuentran en 
vigor, sino que sólo determina las condiciones de recepción de los actos o 
procesos realizados conforme al sistema que resulta derogado. Por lo 
tanto, si el referido artículo cuarto transitorio precisa que los 
procedimientos iniciados bajo el sistema anterior (mixto), deben 
continuarse y resolverse conforme a las normas procesales anteriores a la 
entrada en vigor del nuevo proceso penal acusatorio y adversarial, es 
claro que pretende evitar que se combinen los diversos sistemas 
procesales penales en un mismo procedimiento. Por lo que, no es dable 
que a un proceso seguido bajo el sistema tradicional, cuya valoración 
probatoria se rija por el método tasado, le sean aplicadas las reglas de la 
valoración libre y lógica del proceso penal acusatorio, pues su implicación 
comprende aspectos meramente procesales al estar vinculados 
directamente con la valoración del acervo probatorio, y existe prohibición 
expresa en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 
que puedan combinarse las figuras procesales de uno u otro sistema, 
pues originaría inseguridad jurídica para el gobernado. 
 
Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA LXXI/2019 (10a.) 
 
 
DOCUMENTAL PÚBLICA. SU EFICACIA PROBATORIA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 290 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, NO ES INCONSTITUCIONAL. Tratándose de la prueba 
documental pública preconstituida con valor pleno tasado en la ley, se 
identifican dos dimensiones: a) formal o adjetiva, que se relaciona con el 
trámite procesal que el legislador diseñó para establecer cuándo se está 
en presencia de una documental pública, es decir, con la autenticidad del 
documento y, b) sustancial o material que compete al contenido de la 
documental, esto es, lo declarado, realizado u ocurrido ante la presencia 
del funcionario público, cuya veracidad también puede ser desvirtuada en 
juicio. Esta última connotación cobra especial relevancia por su estrecha 
relación con el alcance o eficacia del documento público al ser valorado 
por el juzgador, es decir, verificar el contenido material del documento a la 
luz del hecho que se pretende probar. Es por ello que, la categoría de 
valor tasado de la prueba documental no es suficiente para acreditar la 
veracidad intrínseca de las manifestaciones que contiene el documento, 
puesto que dicho contenido estará sujeto a la valoración del Juez en torno 
a si existe concordancia entre el contenido del documento con la realidad, 
por lo que no es del todo acertado admitir que el documento tendrá 
prevalencia sobre los demás medios de prueba. Por tanto, aun cuando se 
trate de una documental pública, dicho elemento de convicción no debe 
prevalecer sobre las demás pruebas, y por sí sola no es suficiente para 
relevar al juez de la obligación de valorar el acervo probatorio de manera 
conjunta, pues el juzgador sólo estará vinculado respecto de sus 
elementos formales, por lo que las afirmaciones contenidas en el 
documento público, deberán ser valoradas por el juzgador en una 
apreciación conjunta con el resultado de las demás pruebas, lo que se 
corrobora con el contenido del artículo 290 del Código Federal de 
Procedimientos Penales abrogado, el cual dispone que los tribunales en 
sus resoluciones expondrán los razonamientos que hayan tomado en 
cuenta para valorar jurídicamente la prueba, esto es, faculta al juzgador 
para determinar su alcance probatorio, entre ellas, la documental pública. 
De tal forma que, el sistema de valoración legal no constituye obstáculo 
alguno o restricción al juzgador para valorar la documental pública en 
torno a su dimensión sustancial o material. 
 
Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA LXXII/2019 (10a.) 
 
 
DOCUMENTAL PÚBLICA. EL VALOR PROBATORIO QUE ASIGNA EL 
ARTÍCULO 280 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, ABROGADO, NO ES ABSOLUTO. El valor pleno de la prueba 
documental pública que le confiere el artículo 280 del Código Federal de 
Procedimientos Penales, abrogado, no es absoluto, ya que si bien los 
documentos públicos hacen prueba plena, tal categoría puede ser 
desvirtuada por las partes, ya que tienen la oportunidad de objetarlos de 
falsos y pedir su cotejo con los originales existentes en los archivos, esto 
es, confiere oportunidad a quien los impugna de aportar las pruebas o 
agotar los medios pertinentes para desvirtuarlos. Así, el valor legal que se 
asigna a la documental pública, en torno a que hace prueba plena, goza 
de una presunción de validez, que las partes tienen el derecho de 
demostrar su falsedad, pues cuando existe colisión entre el documento 
público con otros medios de prueba, la veracidad del documento puede 
desvirtuarse mediante la valoración de una prueba en contrario. Por lo 
que, el documento público hace prueba plena hasta en tanto no sea 
demostrada su falsedad, luego, tal valor corresponde a un aspecto de 
autenticidad no de eficacia probatoria, ya que la falsedad del documento 
está en función de verificar los requisitos formales de su emisión como la 
autoría del documento por un funcionario público, revestido de fe pública, 
dentro de sus límites de competencia, y que la calidad de público se 
demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, los sellos, 
firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes, tal 
como se advierte del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles. En ese orden de ideas, si bien se ha asociado la expresión prueba 
plena con el documento público, como una regla legal de valoración, ese 
término no debe entenderse dirigido a su eficacia o alcance probatorio, 
sino que se limita a una dimensión formal o adjetiva de la prueba, es decir, 
a la protección de la documental pública respecto de sus elementos 
formales frente a su imputación basada en otros medios de prueba. 
 
Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez.8 de mayo 
de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis 
María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA LXXIII/2019 (10a.) 
 
 
DOCUMENTAL PÚBLICA. TIENE EFICACIA PROBATORIA 
PRIVILEGIADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 280 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (ABROGADO). Los 
documentos públicos están definidos por el artículo 129 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles como aquellos cuya formación está 
encomendada por la ley, dentro de los límites de su competencia, a un 
funcionario público revestido de la fe pública, y los expedidos por 
funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones; además, dicho 
precepto establece que la calidad de públicos se demuestra por la 
existencia regular sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros 
signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes. Esa definición 
legal hace patente que los documentos públicos a que se refiere el artículo 
280 del Código Federal de Procedimientos Penales (abrogado) tienen una 
eficacia probatoria privilegiada debido a que poseen dos requisitos de 
carácter esencial, a saber: a) la autoría pública que deriva de la 
legitimación de su autor y b) la forma pública que es exigida por la propia 
ley. Es por ello que, en relación con la valoración de la documental 
pública, el juzgador debe verificar, como aspectos fundamentales, la 
autenticidad del documento y lo que se pretende probar (eficacia 
probatoria). Así, tales elementos están íntimamente relacionados en virtud 
de que la eficacia del documento público depende, en primer plano, de su 
autenticidad, pues regularmente la documental pública tiene el carácter de 
prueba tasada o legal respecto de determinados extremos, como son la 
existencia del documento, la fecha de su emisión, el funcionario que lo 
emitió y los intervinientes. Por esa circunstancia, la doctrina ha 
considerado que el documento público goza de eficacia privilegiada, la 
cual no puede ser ignorada por el juzgador al momento de valorarlo. 
 
Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.   
 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXIV/2019 (10a.) 
 
 
PRUEBAS EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. SU 
VALORACIÓN LIBRE Y LÓGICA POR EL JUZGADOR EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN II, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
La valoración de la prueba constituye la fase decisoria del procedimiento 
probatorio, pues es el pronunciamiento judicial sobre el conflicto sometido 
a enjuiciamiento. Regularmente se define como la actividad jurisdiccional 
en virtud de la cual el juzgador, mediante algún método de valoración, 
aprecia la prueba delimitando su contenido, a fin de establecer si 
determinados hechos han quedado o no probados, debiendo explicar en la 
sentencia tal proceso y el resultado obtenido. Por tal razón, se han creado 
sistemas teóricos de valoración, distinguiendo la prueba legal o tasada, así 
como los de prueba libre y mixtos, que permiten determinar la existencia 
de un hecho que ha resultado probado o la falta de prueba. A partir de la 
reforma constitucional en materia de justicia penal y seguridad pública, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, el dieciocho de junio de 
dos mil ocho, se introdujeron los elementos para un proceso penal 
acusatorio y oral, destacando la modificación al artículo 20 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se 
establecieron las directrices correspondientes. La fracción II del apartado 
A de dicho precepto constitucional, dispuso esencialmente que el 
desahogo y la valoración de las pruebas en el nuevo proceso, recae 
exclusivamente en el Juez, la cual deberá realizarse de manera libre y 
lógica. En ese tenor, bajo la nueva óptica del proceso penal acusatorio, el 
Constituyente consideró que las pruebas no tuvieran un valor jurídico 
previamente asignado, sino que las directrices se enfocarían a observar 
las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la 
experiencia, sin que el juzgador tenga una absoluta libertad que implique 
arbitrariedad de su parte (íntima convicción), sino que tal facultad debe 
estar limitada por la sana crítica y la forma lógica de valorarlas. En esa 
perspectiva, el punto toral de dicha valoración será la justificación objetiva 
que el juzgador efectúe en la sentencia en torno al alcance y valor 
probatorio que confiera a la prueba para motivar su decisión. 
 
Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.   
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII y 80 del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada de 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXV/2019 (10a.) 
 
 
RACIONALIDAD LEGISLATIVA. SUS ELEMENTOS. La doctrina ha 
sostenido que las reglas de acción son pautas específicas de conducta 
que establecen mandatos o permisiones, que contienen dos componentes: 
uno relativo a la condición de aplicabilidad –denominado antecedente– y 
otro referente a la solución normativa –llamado consecuente–; ambos 
cuando son diseñados y establecidos en una regla atienden y llevan 
implícitos, necesariamente, una racionalidad legislativa traducida en tres 
elementos a saber: I) el principio o derecho fundamental; II) el propósito; y, 
III) la política o directriz. Ahora bien, el principio o derecho fundamental se 
refiere a que el legislador cuando regula conductas debe propugnar que el 
antecedente y el consecuente no sólo se ciñan a la observancia de un 
derecho fundamental, sino que, dado el caso, potencialicen su ejercicio. 
Por su parte, el propósito alude a que el legislador cuando regula una 
conducta y le impone consecuencias, propugna por una finalidad radicada 
tanto en su cumplimiento como en su observancia. Finalmente, la política 
o directriz se refiere a que el legislador cuando regla una conducta y la 
sanciona, busca establecer un marco de conducta social y de las 
instituciones que faculta, amplía, obliga o prohíbe comportamientos de sus 
miembros. 
 
Amparo directo en revisión 172/2019. Fausto Vallejo Figueroa. 10 de 
abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.   
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión 
privada de cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. Ciudad de 
México, a cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXVI/2019 (10a.) 
 
 
REAL MALICIA. SU PROPÓSITO. En cuanto al propósito de “la malicia 
efectiva” o “real malicia”, consiste en la potencialización de la protección 
del principio de la libertad de expresión, así la “malicia efectiva” o “real 
malicia”, al hacer una clasificación de los destinatarios de opiniones o 
información que, a su vez, pueden tener un mayor o menor grado de 
proyección pública, es una figura cuyo único propósito es ampliar el 
margen de actuación en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión 
pues, de no ser así, se verían directamente afectados el funcionamiento y 
la organización del Estado democrático. Luego, la política o directriz que 
persigue la figura de “la malicia efectiva” o “real malicia” consiste en 
promover la libre manifestación y flujo de información, ideas y opiniones; 
evitar el control del pensamiento; mantener abiertos los canales del 
discurso; y, consecuentemente, impedir la generación de un “efecto de 
desaliento” en la población tendiente a inhibir de forma absoluta el 
derecho a la libertad de expresión. 
 
Amparo directo en revisión 172/2019. Fausto Vallejo Figueroa. 10 de 
abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.   
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión 
privada de cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. Ciudad de 
México, a cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXVII/2019 (10a.) 
 
 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. LA DETERMINACIÓN QUE DECRETA 
LA IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DEJA A SALVO LOS DERECHOS 
DEL ACCIONANTE, DEBE PERMITIR MATERIALMENTE AL ACTOR 
INICIAR UN NUEVO PROCEDIMIENTO EN LA VÍA Y FORMA 
CORRESPONDIENTE. El derecho fundamental a una tutela judicial 
efectiva, previsto en los artículos 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 8º y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, es un derecho público subjetivo que toda persona 
tiene para acceder de manera pronta y expedita a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de 
ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas 
formalidades se decida sobre la pretensión o la defensa, y en su caso, se 
ejecute tal decisión, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes. 
Ahora, si bien la ley aplicable no deberá imponer límites al derecho a una 
tutela judicial efectiva, sí preverá requisitos y formalidades esenciales para 
el desarrollo del proceso; uno de estos requisitos es la procedencia de la 
vía, cuyo estudio es de orden público y debe atenderse previamente a la 
decisión de fondo, ya que el análisis de las acciones sólo puede realizarse 
si la vía escogida es procedente, pues de no serlo, las autoridades 
jurisdiccionales estarían impedidas para resolver sobre ellas. Sin embargo, 
cuando se ejerza una acción, se siga su procedimiento y dentro del 
mismo, se llegue a determinar la improcedencia de la vía, dejando a salvo 
los derechos del actor para que los deduzca en la vía y forma que 
corresponda, debe garantizarse la posibilidad material de acceder a la 
instancia respectiva, aun cuando a la fecha de la determinación haya 
precluido, ya que su trámite en la vía incorrecta por sí mismo, no 
constituye una actitud de desinterés o negligencia. Dado lo anterior, la 
autoridad que advierta la improcedencia de la vía, al dejar a salvo los 
derechos de la promovente, debe aclarar que, en caso de que las 
quejosas decidieran promover su acción en la vía y términos 
correspondientes, no debe considerarse que ha operado la prescripción, 
pues su cómputo no debe incluir el tiempo en que se tramitó el 
procedimiento en la vía incorrecta; pues de otra manera implicaría una 
obstaculización al acceso a la justicia y el establecimiento de un derecho 
ilusorio con respecto a sus fines. En el entendido que en los casos donde 
la pérdida de la acción derive de la negligencia o de la falta de diligencia 
de las partes, no es dable aducir una afectación al derecho a una tutela 
judicial efectiva, porque ello es atribuible exclusivamente al actuar de los 
interesados. 
 
Amparo directo en revisión 4407/2018. Elsa Andrea Lara Zuluaga y otra. 
6 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.   
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión 



 
 

 
 

 

privada de cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. Ciudad de 
México, a cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 


